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Señores miembros del Jurado: 
 
La tesis tiene por finalidad dar a conocer una investigación titulada: “Revocatoria de la 
condicionalidad de la pena privativa de libertad en  delitos de Omisión a la Asistencia 
Familiar, Lima Norte 2017”, tiene como finalidad determinar las implicancias que afecta la  
revocatoria de la pena pese de haber cancelado de manera tardía el pago por concepto de los 
alimentos; pues es una medida y la más gravosa ante su incumplimiento, por ende el juez 
penal resuelve revocar la pena; sin embargo después de emitir la resolución conjuntamente 
con los oficios de orden de captura, el obligado paga el total de la deuda, sin embargo el juez 
no puede revocar la la pena y por ende el condenado debe cumplir su pena en una penal. Es 
ahí mi tema de investigación pues lo que se pretende en este tipo de delito es el cumplimiento 
del pago ya que al estar internado en una cárcel se dificulta hacer posible el pronto pago 
generándole nuevos devengados y afectando directamente al interés superior del niño ya que 
no podrá gozar del beneficio económico y la protección y cariño del padre. 
 
En cumplimiento con los lineamientos establecidos en las reglas internas de grados y títulos de 
la institución, el presente trabajo se ha organizado de la siguiente manera: parte introductoria 
se trata de la aproximación temática, trabajos previos, teorías relacionadas al tema y la 
formulación del problema, en donde se incluye el problema de investigación, los objetivos y 
los supuestos jurídicos generales y específicos. En la segunda parte se desarrollará todo lo 
relacionado al método en el que se sustenta el trabajo, el mismo que obedece a un enfoque 
cualitativo, de tipo de estudio orientado al cambio y toma de decisiones a la luz del diseño de 
la teoría fundamentada. Posteriormente, se describirán los resultados obtenidos a fin de poder 
establecer conclusiones y sugerencias, las cuales se encuentran ratificadas por la bibliografía 
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El desarrollo de la investigación refiere sobre la revocatoria de la condicionalidad de la pena 
privativa de la libertad del sentenciado en el delito de Omisión a la Asistencia Familiar en el 
Distrito de Lima Norte, el mismo  trata acerca de uno de las penas que vulnera su derecho del 
alimentista por parte de un miembro familiar que es el padre; en la etapa de ejecución se emite 
una sentencia suspendida en la que tiene que cumplir las medidas o reglas, siendo una de ellas 
el pago de las pensiones devengadas, pero ante el incumplimiento se aplicara el artículo 59, 
inciso 3° del código penal que viene hacer la revocatoria de la pena suspendida una de las 
medidas más graves, pues el derecho de la libertad está en peligro, quiere decir que en el 
momento que se emitió la resolución de revocatoria el sentenciado paga la totalidad de las 
pensiones devengadas, sin embargo el juez fundamentando su requerimiento efectúa la 
revocatoria internando al condenado a un establecimiento penitenciario pese de haber 
efectuado el pago, si bien es cierto el daño a la víctima esta dado pero el bien jurídico 
protegido es el orden asistencial, pues ese es el fin que se busca proteger a la víctima. 
El legislador debe aplicar su carácter discrecional, esto quiere decir individualizar los procesos 
por omisión, pues la revocatoria de la pena en la realidad no soluciona el problema, si fuese 
así no se vería tantos casos de omisión al pago de los alimentos, las cárceles se encuentran 
repletas siendo la victima (interés del niño) la más perjudicada, pues el condenado al ingresar 
a un establecimiento penitenciario no tendría las posibilidades de seguir pagando, por ello no 
se cumpliría con el fin de reparar o resarcir el daño causado, el estado debe procurar brindar 
otro tipo de solución que sea efectiva, sin vulnerar los derechos del condenado y de la víctima. 
Lo que se pretende dar a conocer en la presente investigación es la paz social y más aún si es 
la familia que está de por medio quien es el núcleo fundamental de una sociedad. 
 








The present research work is entitled: Revocation of the conditionality of custodial sentence in 
crimes of Omission to Family Assistance, Lima North 2017, the same that deals with one of 
the penalties that violates the right of the maintenance by part of a family member who is the 
father, because in the execution stage a suspended sentence is issued with rules of conduct that 
the sentenced person must comply with, in the event of non-compliance such as the payment 
of accrued pensions, article 59 of the code applies penal that has to do the revocation of 
suspended sentence, one of the most serious measures, because it is the right of freedom that is 
in danger, but the sentenced person pays the totality of the accrued pensions, however the 
judge basing his request carries out the revocation by placing the convicted person in a 
penitentiary establishment despite having made the payment, although it is true that the 
damage to the victim is given but the In legal protected is the welfare order, because that is the 
purpose that seeks to protect the victim. 
 
The legislator must apply its discretionary nature, individualizing each case in particular, 
because the revocation of the penalty in reality does not solve the problem, if it were so would 
not see so many cases of omission to payment of food, the prisons are full being the victim the 
most harmed, because the condemned to enter a penitentiary facility would not have the 
possibility of continuing to pay, so it would not be fulfilling the purpose of repairing or 
repairing the damage caused, the state should seek to provide another type of solution that is 
effective, without violating the rights of the convicted person and the victim. 
 
What is intended to make known in this research is social peace and even more if it is the 
family that is involved who is the fundamental core of a society. 
 























1.1.- Aproximación Temática 
 
Al analizar los supuestos de la presente investigación, siendo obligatorio mencionar la 
descripción del problema para tener claro el tema de investigación y así generar una 
conclusión certera dando como consecuencia una postura jurídica como solución. 
 
En el delito sobre alimentos quien se encuentra en vulnerabilidad es el menor por parte de 
su progenitor, siendo una problemática en el Distrito Judicial de Lima Norte, ya que ha 
generado conflicto dentro del entorno familiar quien es el núcleo principal y fundamental 
del estado. 
 
Para entender mejor la problemática, originándose en un juzgado civil en materia de 
alimentos, presentada por la representante del menor, quien viene hacer la madre del 
agraviado por lo general en este tipo de delito, el juez encargado de pronunciarse mediante  
sentencia declara fundada la petición, disponiendo el pago a las pensiones que se han ido 
generando por el tiempo que no cumplió. 
 
Para ello ante el incumpliendo de la sentencia, el juez remite un duplicado de la demanda 
al representante del Ministerio Publico, con el propósito al iniciar un proceso penal, 
concluyendo con una sentencia de carácter suspendida, pero con reglas de conducta que 
debe cumplir, si no lo hiciera se aplica el artículo ciento cuarenta y nueve del Código 
Penal, que se encuentra contemplados en los delitos de familia, teniendo como objetivo 
principal el cumplimiento del pago por parte del deudor alimentista hacia el menor. 
 
El juez penal al emitir sentencia consigna la cantidad integra de la deuda como las 
asignaciones percibidas y la indemnización civil, además en el  código Penal menciona : 
Este delito en específico no supere los 3 años de pena privativa de la libertad, por ende el 
juez emite su sentencia con pena suspendida, el art. 57° del Código Penal la ley sustantiva 
expresa: “se suspenderá la ejecución de la pena, por parte del señor magistrado siempre y 




años  una condena, no perpetrar  un delito nuevo, tener la situación de ser un reincidente o 
habitual. 
 
En la parte resolutiva de la sentencia, el juez le impone al imputado reglas de conducta la 
cual debe cumplir, expresado en su artículo 58° y 64° del Código Penal, las reglas de 
conducta son: comparecer mensualmente al juzgado con el fin de firmar sus actividades, no 
ausentarse de su domicilio sin autorización judicial, reparar el daño ocasionado o cumplir 
con su pago fraccionado, salvo que demuestre que está en imposibilidad de cumplir y no 
volver a cometer otro delito doloso 
 
Ante el incumplimiento de estas reglas de conducta el juez puede o está en la facultad de 
aplicar el artículo 59° del código penal las cuales son: amonestar al sentenciado, prorrogar 
el plazo del tiempo con un máximo de la pena siendo su mitad sin que exceda los 3 años; 
pero no se rige de forma secuencial estas medidas. 
 
Si el condenado se le requirió en varias oportunidades para que cumpla con el pago y no lo 
hizo, entonces el juez tiene la facultada de presentar su decreto de revocatoria 
convirtiéndola en efectiva, la revocatoria como antes se ha mencionado se encuentra en el 
art. 59° del Código Penal vigente, internar al sentenciado en una cárcel, el presente 
problema de mi desarrollo de investigación se interroga en cuanto ¿Qué criterios toma el 
Juez al revocar la pena pese de realizar el pago. 
 
La revocación no está del todo clara existe discordancia entre magistrados, frente a los 
razonamientos de los especialistas, de la revisión de los expedientes en ejecución 
tramitados en la Corte Superior de Lima Norte. Los jueces especializados que laboran en 
los órganos jurisdiccionales toman posturas de acuerdo o desacuerdo de la revocatoria de 
la pena, incluso no existiendo una visión similar entre los jueces superiores de la Corte 
Superior de Lima Norte, pues estos tienden a la posición de que se le debe revocar la pena 
así haya pagado las pensiones devengadas y la reparación civil, basándose a la casación 
131-2014- Arequipa, que a groso modo menciona que la revocación de la pena cuando esta 




pero hace un hincapié en su argumentación 19° mencionando que: “ no se puede revocar la 
pena cuando el sentenciado halla o este cancelando, dado que tiene la intención de cumplir 
con el pago”. 
 
La norma aplicada con respecto a la revocatoria de la pena se encuentra contemplada en los 
artículos 57°, 58°, 59°, 60° del capítulo I, Título III del mismo código, que explica sobre la 
medida impuesta, reglas de conducta siendo sus efectos el incumplimiento a fin de 
efectivizar el pago para toda clase de delito, pero en específico mi tema de investigación. 
 
La norma adjetiva no le da viabilidad y congruencia con otras normas, dado que en la 
misma norma en su artículo 491° inc. Tercero del C.P.P, mención sobre la liberación 
adelantada, siendo que el penado privado de su libertad conviene en su libertad 
anteriormente que se cumpla las reglas de conducta; esta representación jurídica no se ha 
regulado en los códigos anteriores. Por ende, el desarrollo de la libertad anticipada debe ser 
discutida por el poder encargado de legislar las normas, siendo irregular su aplicación vía 
interpretación extensiva del artículo cuatrocientos noventa y uno, inciso 3 del código 
Procesal Penal, en tanto no existe una reglamento concreta y motivada con elementos 
constitucionalizados, pues existe contraposición con otros artículos y derechos inherentes 
al ser humano. 
 
En el presente artículo es primordial discutir y regular la norma con la finalidad de dar 
mayor luz y solución frente al otorgamiento de la libertad, pues es importante que exista 
una contestación al planteamiento a fin de crear seguridad jurídica. 
El problema principal es la revocatoria de la pena, que se le impuso reglas de conducta que 
debía de cumplir y una es la cancelación del pago, pues no cumplió en su momento 
haciéndolo efectivo después de que se le revocara la pena. 
 
Se analizó los argumentos jurídicos que deben tomarse en cuenta, a fin de existir una 
adecuada regulación, siendo más favorable para la partes dentro de un proceso por omisión 




revocársele la pena pues lo que se requiere es que el obligado page a fin de defender el 




Antecedentes a nivel Internacional 
Landaverde y Lemus (2010): 
En su tesis de investigación: “La validez impugnadora del trámite de revocatoria en la 
entrevista del juicio oral en el marco del nuevo Código procesal penal”, tesis de grado 
para el Licenciamiento en ciencias Jurídicas en la Universidad de el Salvador, sostiene al 
respecto: 
(…) alcanza una  mayor validez si se produce con rapidez y eficacia, ya que es uno de los 
medios impugnables de la administración de justicia; pues es resuelto después de introducido 
el acto; sin embargo son las mismas partes dentro del juicio, haciendo que se conviertan 
ineficiente; dado que hay un extenso número de litigantes que no saben utilizar ni 
fundamentar sus petitorios, debido al escases noción que tienen en recursos y formalidades, y 
la jerarquía principal que forma las técnicas de oralidad” (p. 127). 
 
La revocatoria como es de conocimiento en la anulación de una norma, un decreto o una 
sentencia por parte de un juez o autoridad competente, ya que la revocatoria se origina 
ante la omisión de las reglas de conducta, pero esta debe ser aplicado con efectividad por 
parte de los administradores de justicia para ellos deben estar bien capacitados con el fin 
de que en ciertos delitos como el que son los alimentos pues en este tipo de delito está en 




En su presente desarrollo de la tesis destaca en su título: “revocatoria del Beneficio de 
Libertad Condicional”, a fin de alcanzar el licenciamiento de la casa de estudios en 





(…) se utiliza como un último medio, luego de haber agotado todas las posibilidades a fin de 
que la persona beneficiada asuma sus obligaciones responsables y los compromisos 
alcanzados. Si se demuestra que no hay forma de justificar la falta se deriva su información a la 
autoridad judicial” (p. 154). 
 
La revocatoria lo aplican los operadores de justicia, debiendo aplicarse solo en última 
instancia, esto quiere decir si en varias oportunidades se le ha requerido para efectuar el 
pago y el sentenciado haciendo caso omiso no ha efectuado el pago, dado que está de por 
medio derechos fundamentales tanto del inculpado como de la víctima. 
 
Saldaña (2016): “la causal de revocar la pena ante el incumplimiento del pago”, obtuvo 
el grado en Derecho por la Universidad Católica del Perú: 
 
 “La sociedad utilizar la pena de forma moderada, no se debe vulnerar derechos fundamentales 
por las opiniones de jueces, siendo autónomos, para ello deben valorar y criticar las normas 
contempladas.” (p. 40). 
 
Opinión: el juez tiene la decisión en cada proceso, para ello debe su función es aplicar 
lo más correcto y sancionar cuando es debido, sin vulnerar derechos a fin de no 
generar un mayor conflicto. 
 
Alvares y Grados (2016): 
El autor en su indagación: “Revocar suspensión en etapa de ejecución por incumplir el 
reembolso en sentencias 2012- 2014”, Universidad Nacional de Trujillo:  
 
(…) ante el incumplimiento del pago en la que señala el pago de la reparación civil, se vulnera 
el principio de proporcionalidad, ya que contradice la libertad del sentenciado al no superar el 
su principio de necesidad, preexistiendo otra medida igual en cuanto a su eficacia y no lesiona 
el derecho de libertad siendo utilizado mecanismos civiles como es el embargo” (p. 251). 
 
Los penales en nuestros tiempos ha venido en deterioro, siendo un grave problema para el 
Estado pues existe un gran porcentaje delincuentes, los penales abarrotados, sin que exista 






 En su tesis titulada: “propuesta para modificar la revocatoria en los delitos 
familiares- Arequipa 2016”, Jurista en la universidad nacional de san Agustín, 
detalla: 
  
“En el proceso penal, existe otros mecanismos de coerción previas, para que se cumpla las 
pensiones devengadas sin embargo privar la libertad de una persona debería ser la última 
disposición dada por el Estado, en efecto, a la renuncia de la entrega al abono por subsistencia; 
es señalar, efectuar la diligencia de reglamentos menudos o fragmentas pero eficientes” 
(p.221). 
 
Antecedentes  Nacionales 
 
Cornetero (2016), tesis: “Omisión a la asistencia familiar y factores- 2016, maestría- 
Universidad Cesar Vallejo: 
 
“Estudios recientes mencionan que un cincuenta por ciento de la población son de procesos 
inmediatos  por  delitos de omisión a los alimentos, los altos mandos  como Sánchez Velarde, 
Pérez Guadalupe, coincidieron con dicho estudio” (p. 45). 
 
Existen diversas posiciones en la que coinciden que ante un eventual incumplimiento del 
pago por parte del padre, la solución no es el internamiento, pues las cárceles se encuentran 
congestionadas y hay delincuentes ranqueados.  
 
Tello (2017) Tesis: “libertad anticipada y su aplicación en Huánuco- 2015”, Universidad 
de Huánuco: 
 
“El menor tiene una afectación económica y afectiva al saber que su padre se encuentra en un 
penal,  pese de haber efectuado el pago de manera tardía, pues ya no podrá seguir cumpliendo 






 (…) El acatamiento de la liquidación de las pensiones realizadas por el sentenciado luego 
de la revocatoria de la interrupción de la pena, es una decisión favorable a fin de poder 
lograr la excarcelación del sentenciado, lo más importante para aplicar los viejos conceptos 
en su etapa de ejecución penal, y así permitir que el juez de ejecución se acerque al juicio 
mismo al cumplir la pena y valorar las necesidades para cada caso en concreto” (P. 35). 
Este es un claro reto en la actualidad para dar solución a este problema, puesto que se debe 
dar un sentido más razonable en cuanto a las penas, sin necesidad de violar ciertos 
derechos y así solucionar conflictos, pues en caso como estos ante una eventual 
revocatoria, insistir el uso de la cárcel, trae más efectos negativos que positivos en un largo 
plazo. 
 
Patzi (2011): en la presente investigación titulada: “Sanciones alternativas al 
incumplimiento de la asistencia familiar”. Licenciado en la casa de altos estudios Mayor 
de San Andrés, La Paz- Bolivia, mencionando: 
 
(…) debe cubrir todo lo indispensable y necesario que requiere el alimentista como vestimenta, 
alimentación, habitación, educación y salud, pero sin embargo la realidad se demuestra que en 
los juzgados de familia ocurre distinto, pues el estado, la sociedad y la familia debe generar una 
verdadera campaña de difusión, capacitando e informando a los hijos para prevenir a un futuro 
esto quiere decir cuando lleguen a ser buenos padres y no dejar abandonados a los hijos 
procreados, siendo así que el obligado debe otorgar la asistencia familiar, pues debe ser 
oportuna, siendo indispensable para los alimentistas” (p. 153). 
 
Otra medida de solución es el apremio quien es ordenado únicamente por un juez que 
conozca el proceso, no pudiendo exceder el máximo plazo que es de seis meses, vencido el 
plazo el magistrado ordenara su libertad, declarando de oficio el arraigo temporal de tres 
meses para que en un tiempo establecido el obligado cumpla el monto adeudado, una vez 
cumplida con el monto adeudado el arraigo quedara sin efecto. 
 
Itas (2010): en su tesis llamado: “La prisión del alimentante por incumplir el pago en 




realiza el trabajo para realizar su trabajo para la obtención el grado de magister en ciencias 
judiciales en la Universidad Central del Ecuador, indica: 
 
Los magistrados, jueces, funcionarios jurisdiccionales y abogados litigantes establezcan 
responsabilidades para el debido cumplimiento de sus obligaciones para así conseguir una 
correcta aplicación de las garantías a favor de los litigantes sobre todo a los obligados 
alimenticios. (…) “La asamblea nacional y el Gobierno Central deben realizar programas que 
favorezcan fuentes de trabajo para que los habitantes tengan acceso a un trabajo para permitir 
vivir honradamente, a través de planes y estrategias que serán destinadas por los diferentes 
organismos adscritos a fin de que los alimentantes accedan a un trabajo y puedan cubrir sus 
obligaciones alimenticias” (p. 127). 
 
Duran (2009), menciona en su libro titulado: “Apoyo familiar a la  asistencia del 
concebido”, magister, real y pontificia de San Francisco Xavier de Chuquisaca Sucre-
Bolivia, detalla: 
 
“Los padres deben tener una responsabilidad solidaria hacía el menor, ya que surge de la 
necesidad, se analice de manera consiente y humanamente que el ordenamiento legal vigente, 
para ello es necesario introducir medidas que tengan carácter normativo capaces de ser eficaces 
para permitir el reconocimiento pleno del derecho a la vida a través de la institución de la 
asistencia familiar, además menciona que la petición a los alimentos solo debe ser solicitada 
quien se encuentre en contexto de miseria y no está en la facultad de procurar los medios de 
subsistencia” (p. 42). 
 
Una posible alternativa seria que los padres ya se a la madre y el padre estén 
comprometidos con el menor por el simple hecho de ser progenitores, no solo con el 
cuidado sino también con los deberes básicos que necesita el menor pues para ello deben 
aportar a sus necesidades y para ello el estado debe brindar un apoyo a las familias que se 
encuentren en vulnerabilidad. 
 
Morales (2008), en su investigación presentada: “La ineficacia del tratamiento progresivo 
en la condena condicional en los procesos de alimentos”, para adquirir la profesión de 





“El tratamiento continuado existente en su artículo 59° del Código Penal, resulta ser ineficaz 
para el cumplimiento de las reglas de conducta por parte del deudor alimentista, de acuerdo a 
su integración en el periodo de prueba, pues su consecuencia es debido a la carga procesal y la 
actitud dilatoria de la defensa” (p. 21). 
 
No existe en la actualidad un debido control en la etapa en la que las sentencias son 
ejecutoriadas pues debería haber un control a fin de efectivizar el cumplimiento y 
proteger al menor. 
 
1.2.- Marco Teórico 
 
A través de la investigación ser ha recabado que existen estudios que concuerdan con la 
posición planteada en la cual mencionaremos algunas teorías. 
 
Teorías similares a la investigación 
 
Según Hurtado y Prado (2011),  “(…) procede cuando el condenado comete un nuevo delito 
doloso en el tiempo de prueba, no interesa el tipo de infracción siendo suficiente el 
cometimiento de un nuevo delito además si aquellas faltas culposas conllevaran a plantear las 
infracciones dando origen a una infracción penal imponiéndole como consecuencia a reglas de 
conducta dadas por un Juez.” (p.63). 
 
Estoy en parte de acuerdo con la postura del autor ya que si bien es cierto la norma lo 
establece que puede darse la medida de revocatoria siempre y cuando se comete un nuevo 
delito doloso, y que de manera reiterada no se estén cumpliendo las reglas de conducta 
impuesta en la sentencia, pero pienso que el último recurso que el juez debe aplicar al 
sentenciado, pues lo se puede dar la certeza que revocándole la pena el inculpado page la 
reparación civil. 
 
En la misma posición Ocaña (2009), “es una de las sanciones críticas, en la que el juez en su 
ejecución de la sentencia debe aplicar, pues es una forma excepcional al condenado, 




como límite la comisión por parte del sentenciado de un nuevo delito doloso de condena” 
(p.34). 
 
Este autor concuerda  que se debe dar la revocatoria ante la comisión de un nuevo delito 
doloso,  confirma mi postura que es una de las sanciones más severas y drásticas impuestas 
al condenado, pues se tiene la postura que el juez debe revisar, evaluar cada caso en 
concreto, aplicando  su carácter discrecional sin la afectación de los derecho de las partes, 
además existe controversia en cuanto si es preciso aplicar de forma correlativa 
mencionadas en el artículo 59° del Código Penal, pues mencionan que debería ir de frente 
a la revocatoria. 
 
En la misma postura Jaén Vallejo (2003), la “ comisión de un nuevo delito doloso, en la cual 
debe ser sancionado con pena privativa de libertad expresado en nuestro código penal, además 
la revocatoria no debe darse de forma automática, sino que el incumplimiento sea de manera 
reiterada” (p.9). 
 
En mi opinión concuerdo con el aporte del autor en que esta medida de revocatoria no debe 
darse de forma automática sino agotar todas las vías pertinentes y contempladas en la 
norma, pues a mi entender el incumplimiento reiterado se requiere un castigo pero esto 
debe ser de acuerdo a la medida y las circunstancias de cada caso en concreto pues no se 
debe generalizar para todos los proceso, sino ir más allá investigar porque motivo el 
condenado no cumplió el pago en forma oportuna. 
 
La revocatoria de la pena es tramitada por el órgano competente en la que se inició la 
demanda, el Juez cumple una función importante que acarrea responsabilidad ya que se 
encuentran en peligro derechos fundamentales contemplados en la constitución política del 
Perú y la declaración Universal de los derechos humanos. 
 
Peña cabrera (2007), la “revocatoria en una de las sanciones más drásticas debiendo ser 
aplicadas cuando las otras sanciones sean ineficaces e ineficientes, siendo necesario 





Estoy de acuerdo con la posición del autor Peña Cabrera aduciendo que la revocatoria es 
una de las sanciones más radicales, esto no quiere decir que sea la más eficaz porque a 
través de los años se ve que no ha sido de gran ayuda para resolver un conflicto pues la 
revocatoria de la pena en la actualidad no es una solución eficaz, pues si se habla de ciertos 
delitos como  alimentos no solo está de por medio la reparación económica sino también el 
interés superior del niño, pues quedaría desamparado económicamente y afectado 
emocionalmente. 
Después de haber mencionado las posturas de algunos autores, adopto la postura del autor 
José Hurtado Pozo, pues detalla de la manera más completa en el Derecho Penal Peruano. 
 
La Pena 
Toda acción cometida contraviniendo el ordenamiento jurídico debe ser sancionada y 
castigada con el fin de no dañar al agraviado y a la sociedad. 
 
Teoría de la Pena 
 
Teoría absoluta: disciplina llamada de otro modo como retributiva, quiere decir que la 
justicia es la encargada de resarcir el daño, siendo el estado en resguardar. 
 
 Muñoz (1993), obra en la que titula: “la pena es justa si se legitima; pero no, si es útil, 
una pena útil, pero no justa, carecerá de legitimidad”. (p. 47). 
 
Criticas: Es la obligación de una mal por otro de igual nivel, esto quiere decir que el estado 
debe tener políticas de estado para solucionar los delitos cometidos por los padres hacia los 
menores, este debe ser rechazado, pues nuestro ordenamiento jurídico nos advierte que la 
pena debe tener un propósito. 
 
Teoría relativa, porque son reciprocas y temporales, teniendo como objetivo prevenir 
delitos con el fin de proteger los intereses sociales, es decir que la teoría relativa trate de 




del individuo pero que sea útil para algo, quiere decir sea útil y esto se va a ver reflejado en 
la disminución de los actos criminales. 
Esta teoría de prevención inicia en tres presupuestos; el primero es la existencia del 
comportamiento del sujeto activo, además que la pena sea acorde a la peligrosidad del 
sujeto con el fin de poner éxito la prevención y la tercera es que el ilícito penal puede ser 
atacado tanto a jóvenes como adultos. 
 
Zafaronni (2000) hace referencia en su libro titulado: “Tratamiento del Derecho Penal”  
 
Estas teorías son corroboradas con el fin de la pena como prevenir, resocializar 
condicionándolo a no cometer un nuevo delito a futuro esto hará que sea equilibrado, desde 
hace mucho años, la prevención negativa no ejecuta a posteriori el delito, mientras que la 
prevención positiva, prevalece el poder punitivo, es decir establecida en la ley.(pag.133). 
 
Teoría mixta, en esta teoría existe una combinación con las otras teorías anteriores  
existiendo prevención y represión a la vez, pero en práctica es poco probable que exista 
una conjugación debido a que ambas tiene  sus propias políticas y filosofías, generando al 
derecho penal incoherencia y arbitrariedad. 
 
Bustos (2004), “el sujeto y el delito viene hacer un problema político, siendo responsable el 
Estado, pues debe generar las mejores condiciones para no ser un conflicto o problema sino 
que al rehabilitar al sujeto este debe ser resarcido dentro de la sociedad y no un parasito 
cayendo nuevamente en lo mismo como un círculo vicioso. (534). 
 
Para Hurtado y prado (2011; p. 264) “la privación de a libertad de una persona, teniendo la 
libertad absoluta y además se realice de forzada tendrá como consecuencia una condena, a fin 
de que aun futuro a una cárcel pública”. Además, la pena se subdivide en dos categorías: uno 
es la pena privativa de libertad temporal, siendo la pena mínima de dos años y la máxima de 35 
años y la segunda es la pena privativa de libertad de cadena perpetua, siendo una de las más 
graves en nuestro sistema y tiene una duración indeterminada, siendo incorporada en el año 
1992 en el código, siendo concebida como privación de libertad de por vida.   
 





La reparación no necesariamente civil, sino es consecuencia de una proceso penal, siendo 
un instrumento para castigar y sancionar al sentenciado, pagar por sus hechos cometidos 
sería una manera de castigar y aprenda para así no volver a cometer otro delito. 
La reparación para un mejor entender es la atribución dineraria por una norma violada, 
como consecuencia favoreciendo al Estado y al agraviado. 
 
El fin de la pena - Derecho Penal Peruano 
 
En nuestro ordenamiento jurídico, en su primer parámetro tenemos el objeto rector la 
resocialización que viene hacer el fin de la pena eso quiere decir innovar al sentenciado, 
con el propósito de que regrese a la sociedad readaptado para una convivencia pacífica 
dentro de la sociedad. 
 
Zafaroni (1991), “la pena sea efectiva eso quiere decir llegar a cumplirse la utilidad de la pena 
pues el estado debe asumir el cumplimiento de dicha pena para así lograr su verdadera utilidad, 
por eso el poder se ejercerá con satisfacción, por ende se sujeta a los términos de prevención. 
Pero si ocurriera a la inversa y el cumplimiento de la utilidad de la pena no fuera utilizado, 
entonces la pena no estaría logrando los fines” (p.123). 
 
Carranca (1990). Expresa en su libro titulado derecho penal general que: 
 
(...) los fundamentos y utilidad de la pena, entonces se tendría una buena imagen de los 
razonamientos en el derecho punitivo, vendría ser la retribución, pues se resolverá cada caso de 
un modo distinto a cada problema en particulares”. (154). 
 
Hurtado y Prado(2011) refiere que las figuras que caracterizan la reforma en el Perú en los 
años de 1984 y 1991 fue la vocación despenalizadora del legislador, pues el enfoque 
político criminal beneficio la inserción continua de medidas que benefician a la libertad, 
incluyéndose cinco modos de medidas alternativas como la sustitución de penas privativas 




primeras la sustitución de la pena privativa de libertad por penas de otra índole, las dos 
sucesivas  son medidas de sistema de prueba y exención es la piedad judicial. 
 
La ejecución y la suspensión 
 
Se encuentra en la parte ejecutora de un proceso penal, después de la lectura de sentencia, 
para el derecho comparado son condenas de carácter suspendidas y están condicionadas. 
 
 Hurtado (2011, p. 365), son reglas las obligaciones o restricciones que el legislador impone al 
condenado, una conducta quien se encuentra en la facultad de observarlas durante un periodo 
de prueba, adherido a la ley o dentro de una sentencia. En esa misma línea si durante este 
intervalo de tiempo, el condenado cumplió con las medidas de conducta y que no haya sido 
envuelto en otro delito doloso, dándose por consumada la condena y la cancelación de su 
inscripción en los registros de condenas. 
 
El Juez de acuerdo a su facultad discrecional intuye y confía que el condenado se 
comportara bien, emitiendo un pronóstico favorable debiendo estar debidamente motivada 
pues de ello dependerá la conducta futura del individuo, además tendrá en cuenta otros 
aspectos como la condición de primario, también la gravedad de la condena delictiva del 
imputado, estimando no volver a infringir, por ende se suspende la eficacia de la pena. En 
caso que el juez se encuentre en incertidumbre, puede aplicar el principio in dubio pro reo. 
 
En nuestra legislación peruana, menciona la permanencia del periodo de prueba siendo de 
hasta 3 años, dependerá del juez cual es el periodo para cada proceso dentro de los límites, 
el magistrado señala una duración especifica e individualizada, considerada idónea y 
prudente a fin de favorecer la conducta futura del condenado. 
 Al respecto, debe decirse que el delegado ha permitido dejar cierta libertad al juez a fin de 
determinar un plazo razonable de acuerdo a las circunstancias particulares del caso y las 





Hurtado, P (1999) “este tipo de suspensión, es una característica de la ejecución de la pena, 
teniéndose en cuenta sus fines, constituyéndose un medio para resocializar al condenado” 
(pág. 237). 
 
El juez de acuerdo a su facultad discrecional intuye y confía que el condenado se 
comportara bien, emitiendo un pronóstico favorable debiendo estar debidamente motivada 
pues de ello dependerá  la conducta futura del individuo, además tendrá en cuenta otros 
aspectos como la condición de primario, también la gravedad de la condena delictiva, pues 
ya estudio caso personal del condenado, estimando que no volverá a delinquir, por lo que 
resuelve la suspensión de la efectividad de la pena privativa de la libertad. En caso que el 
juez se encuentre en duda, no puede aplicar el principio in dubio pro reo. 
 
En nuestra legislación peruana, menciona la duración del periodo de prueba siendo de uno 
a tres años, dependerá del juez cual es el periodo para cada proceso dentro de los límites, el 
magistrado señala una duración especifica e individualizada, considerada idónea y 
prudente a fin de favorecer la conducta futura del condenado. 
 
Al respecto, debe decirse que nuestro legislador ha preferido dejar cierta libertad al juez 
para que determine la duración del plazo en consideración a las circunstancias particulares 
del caso y entre las cuales es decisivo el aspecto personal del condenado. 
 
Artículo 58°, es una regla de conducta expresado en una sentencia la cual debe ser 
cumplida, siendo clara que existen varias reglas de conducta, siendo cumplidas por el 
condenado. 
Esta imposición obligatoria de reglas de conducta, lo señala expresamente como un 
conjunto de obligaciones o restricciones que debe cumplir. El juez debe elegir las más 
idóneas al caso y además puede conectar con otras que considere adecuadas a los fines de 
prevención especial.  
La ley determina como único límite que las reglas que se precisen en la sentencia no 




guardar conexión con las circunstancias particulares del delito y con la personalidad del 
imputado. 
 
 En este punto Hurtado (2011, p. 366) expresa que la reparación del daño ocasionado o 
reparación civil puede incluirse como reglas de conducta. En este caso, es obligatorio 
especificar un plazo prudente para su cumplimiento. Establece como limite la ley el hecho que 
el condenado haya acreditado, debidamente, que le es imposible cumplir con dicha obligación. 
 
Alva (2018), Especializado en la abogacía Derecho penal y Procesal Penal, actual 
consejero nacional de la Magistratura, responsable del área penal de las Revistas actualidad 
Jurídica de Gaceta Jurídica, titulada “El Código Penal y Procesal Penal en la jurisprudencia 
vinculante” expresa:  
 
En observancia de las pautas de gestión a nombre del magistrado del nacimiento “establecieron 
(…) como método jurisprudencial, los cumplimientos de las normas de diligencia están a poder 
del juez de causa” (casación vinculante N° 116-2010/ Cusco, de 5 de mayo de 2011, f.j. tercero 
de la decisión). (Pág. 95). 
 
El injustificado cumplimiento de las reglas, en primer lugar se aplica en los tres tipos de 
normas que detallan en su articulado cincuenta y nueve.  
Existe discusión en cuanto a su aplicación de manera gradual ya que dependerá del juez en 
su aplicación. Las normas ajustables son: 
Primera, amonestar al infractor; por ello se antedice de carácter formal y clara a fin de 
poder intimidar y causar miedo al incumplidor de los deberes que debe cumplir. 
Segundo, el aplazamiento del término de la prueba, que tiene por finalidad de modificar los 
plazos de acuerdo a mejorar la personalidad del individuo, dándole así una nueva 
coyuntura colaborando con su reincidencia. La determinación de la prorroga debe ser 
establecida teniendo en cuenta las carencias de cada caso en particular. 
Y tercero, es una de las sanciones más drásticas, por lo que debe ser aplicada de manera 
individual.  
Artículo 60°, quiere decir este artículo que dentro del plazo programado el individuo 




La revocatoria, es la sanción más peligrosa que el juez puede imponer, por eso su estudio 




En los países como Francia y Bélgica, estas normas aplicadas de manera tradicional con el 
objetivo de hacer cumplir las leyes en un menor tiempo y a su vez sean más eficaces.  
En las legislaciones son denominadas como sinónimos, en nuestro ordenamiento jurídico 
se encuentra establecido en los arts. 57 y 58 del CP. Pero no se trata de medidas similares, 
diferenciándose en su formalidad y concepto, más aun en sus presupuestos y efectos. 
Como es de saber en estas legislaciones la suspensión no se encuentra regulada igual, 
dándose evidentes oposiciones al plazo de la pena siendo carácter suspendido, también en 
cuanto a los límites del periodo de prueba. Por ejemplo en España, el inculpado 
corresponde haber cumplido su responsabilidad civil que se le impuso y no haber cometido 
otro delito doloso ósea ser primario. En brasileño en su artículo 77 en su CP, procede 
únicamente para penas privativas de libertad no superen los dos años y un periodo de 
prueba no excediendo los cuatro años. Concordando con el estado colombiano de 1980 
artículo art. 68 CP, se aplicara la privativa de su libertad expresada no puede superar a los 
años de prisión y su periodo de prueba no superaría los cinco años. 
En nuestra legislación, la medida fue esta medida fue anunciada, en el CP de 1924, 
denominada como la condena condicional.  
Las consecuencias debe darse de manera inmediata, por ende es mejor hablar de un efecto 
mediato y decisivo, pues la primera tiene ventaja es que esta entendida en todos los casos y 
la segunda solo a ciertos casos y exitosos. 
Cid (2010), la doctrina jurídica señala que la política criminal europea en cuanto a la pena 
señala dos principios primordiales complementarios como en primer lugar se tiene  a la 




librar a prisión a los delincuentes reincidentes resultase inadecuada a cualquier otra 
sanción; en segundo lugar las normas alternativas a la cárcel deberán resolverse de manera 
formal frente a la comisión de un delito , dado a que debe prevalecer el respeto a la 
autonomía de la persona. (pág. 44). 
Santa Cruz (2015), parlamentario especialista en penal, en su libro: “Argentina, Perú, 
Alemania, Suiza y sus Medidas alternativas a la pena”. 
La disciplina jurídica presenta que estas medidas convienen realizarse respetando los 
derechos fundamentales del condenado a para eso el juez debe tutelar y garantizar un 
castigo proporcional al delito cometido, no generalizando, debe utilizar una sana critica, ya 
que la cárcel es la última sanción a imponerse y la más grave.  
Alemania y Suiza, a través de la historia hay similitud, la determinación de las penas, 
existe diferencia entre el tiempo y su aplicación, el sentenciado está en la obligación de 
cumplir con las medidas punitivas establecidas en la sentencia considerando el hecho del 
delito y las cualidades del sentenciado (pág. 19). 
Análisis Jurisprudencial 
 
En los últimos años  no ha existido una debida solución sobre la problemática en cuanto a 
la revocatoria de la pena a pesar del pago de los alimentos, existe casaciones  del año 2012 
desarrolladas por la Corte Suprema de justicia, analiza, distintas posiciones y 
pronunciamientos que tiene los jueces, pues existe la postura de resolver la situación, de 
pagos tardíos de la deuda alimenticia, siendo revocada la pena suspendida recluirlo en un 
centro penitenciario, la figura de la libertad anticipada, expresado en el código procesal 
penal en su artículo 251 inciso 3, mencionaremos las siguientes: 
 
SALA PENAL PERMANENTE (EP, 06-03-2014, JURISPRUDENCIA, AÑO XXIII, 





El sentenciado Faustino Asencio, por el delito de omisión a los alimentos, siendo su pena 
de tres años, pues el legislador establece la reparación civil, pero sucede que el condenado 
incumple el pago teniendo como consecuencia la revocatoria la pena suspendida, haciendo 
efectivo trasladándolo a un centro penitenciario, pero sucede que al ver en peligro su 
libertad, sus familiares le prestan ayuda, pagando las pensiones devengadas, pero el juez 
alega que cumplió fuera del tiempo establecido y que no se puede revocar la pena. 
 
La Corte Suprema de Justicia, en su sala plena para ser más específica, conforme lo 
muestra en su artículo 57°, del C.P. es una medida facultativa del juez en la cual señala 
reglas de conducta que debe cumplir el obligado. Pues en el artículo cincuenta y nueve de 
la misma ley, se encuentra la revocatoria en caso que no se hayan cumplido lo señalado en 
la sentencia, dando por consecuencia que el juez emita su pronunciamiento, justamente por 
el incumplimiento de los alimentos. 
Una vez que se halla emitido la resolución de la misma no puede cambiar su situación 
jurídica del condenado pues si se dio suspendida al incumplir se le efectivizo la medida y 
al realizar el pago no se le puede suspender nuevamente. 
Objetivos: Establecer cuáles son las hipótesis para conceder la Libertad Anticipada, 
determinado los delitos para conceder los requisitos primordiales y así cumplir su 
concesión. La casación sirve para consolidar los criterios de los jueces a fin de solucionar 
el problema. 
En un primer lugar, en el artículo 491 CPP que habla sobre la libertad anticipada en la 
actualidad no se encuentra normado, por ende el legislador no podrá aplicarlo, no se 
encuentran fijado los lineamientos, requisitos, reglas; pues es el poder legislativo quien 
debe ejecutarlo, para así el condenado pueda acceder a su libertad.  
En segundo lugar, hace mención que no se puede aplicar la libertad anticipada ya que priva 
de secuencia legislativa sino además choca con otras leyes, normas de igual o superior 
rango, generándose así el desorden y confusión jurídico, poniendo en riesgo la uniformidad 
y congruencia en el cuerpo normativo ya existente, debido a que la libertad anticipada en 




Por otro lado, se estaría provocando con la aplicación de una libertad anticipada el 
incumplimiento de una obligación, pues la mayoría de condenados sustentaría su pedido 
bajo esta norma. 
Los jueces refieren que la revocatoria es una sanción privando la libertad del condenado, 
no lograría convertirse en otra pena no privada de la libertad, pues como se ha mencionado 
no se encuentra previsto en el ordenamiento jurídico, no existiendo revocatoria de la 
revocatoria. 
Además, es la única regla de conducta que el condenado incumplió como es el pago, no 
evidenciándose reincidencia en un nuevo delito, también los establecimientos 
penitenciarios en el Perú no están en las condiciones de infraestructura mucho menos la 
capacidad de que los condenados dentro de prisión puedan efectivizar el pago de los 
alimentos. 
 
En cuanto a la regulación de la libertad anticipada mencionando que no está regulada ello 
no impide que se aplique el articulo ocho del título preliminar de del Código Procesal 
Penal en el inciso cuarto sugiriendo que en caso de existir duda insalvable sobre la ley 
aplicable debe estarse a lo más favorable al reo, concordante con el artículo 139 inciso 11 
de la constitución. 
Entonces, el Estado le impuesto una sanción en caso de incumplir la totalidad de la 
cancelación del pago de los alimentos, incumplimiento es perseguido penalmente privando 
su libertad en caso del impago, la pena solo argumentaría  en la medida que sirve al estado 
como una política sancionadora, como tutela proteccionista a fin de cumplir con el pago de 
la deuda, pues es justamente los alimentos el bien jurídico que se pretende proteger, no 
siendo justificable privársele de su libertad al obligado. 
 
PLENO JURISDICCIONAL NACIONAL (17-11-2012) 
 
En la ciudad de blanca (Arequipa) sostuvo una reunión con un porcentaje mayoritario de 
magistrados con el propósito de debatir y explicar el tema de la ineficacia en las 




Se sostuvieron varias planteamiento de acuerdo al tema, al semejante pleno judicial del 
mismo distrito, teniendo las mismas posturas, unos al no declarar ineficaz la resolución 
firme de revocatoria aun cuando se halla hecho efectivo el pago y otros sosteniendo la 
posibilidad de declarar ineficaz las resoluciones, siempre que el condenado no ingrese aun 
al penal. 
Definitivamente, la posición con mayoría de aceptación fue sobre la posibilidad de si 
existir la procedencia de la ineficacia de la resolución. 
Además, en la misma se llegó acordar sobre la libertad anticipada, considerándose 2 
ponencias, por un lado, menciona que es una institución que aún no está, pues el legislador 
aun no lo ha desarrollado, debería encontrarse en el código de ejecución penal; por ende no 
se ampara a la norma, pues para la mayoría de los jueces en su entendimiento lo valoran 




Existe en la actualidad graves problemas, con respecto a si es efectivo los centros 
penitenciarios en el Perú, al pretender rehabilitar y resocializar a los reos cumpliendo la 
pena privativa de la libertad, esta problemática ha existido años pues nuestras cárceles no 
están en las óptimas condiciones, la sobrepoblación y la corrupción ha hecho inexcusable 
reincidir, pues aportar que las penas limitativas deberá cumplir su sanción en un penal 
teniendo como fin la resocialización. El T.C. se ha acentuado de acuerdo a la pena, ya que 
el sujeto goza de derechos e igualdad a los demás, pues está de por medio el derecho a la 
dignidad, pues lo que se quiere es convivir en armonía en una sociedad democrática. 
 
Se realiza una definición sistemática concordante la Constitución, siendo previsto en el 
artículo 139, inciso 22, señala reeducar, rehabilitar y reincorporarlo a la sociedad, con esa 
misma directriz se busca evadir los efectos criminológicos de la cárcel, más aún si el sujeto 
es primario concordante con el artículo IX del Título Preliminar del Código Penal. 
 . 
Verificando lo desarrollado y conviniendo al tema que se desarrolla  se concluye que las 




humano, entonces no se podría concebir el habituado que el reo integre por realizar un 
delito de menor gravedad, siendo que no hay razón suficiente para imponerle pena 
efectiva, debido a la cancelación total del pago requerido en la sentencia, teniendo como 
consecuencia siendo una víctima de daño por parte del estado, perjudicando tanto a la 
víctima como al condenado trayendo sufrimiento y dolor sin tener ningún provecho para 
las partes. 
La carta magna artículo 139, inciso 8 hace mención en cuanto si existiera vacío  en la ley, 
el juez no dejara en administrar justicia, esto quiere decir que se debe priorizar los 
derechos primordiales,, también supletoriamente se puede acudir a una rama del derecho u 
otras fuentes del derecho a fin de resolver la incertidumbre, pues como es de saber la 
libertad anticipada no se encuentra debidamente desarrollada, pues se contradije.  
El mencionado artículo, quiere decir que se debe preferir una interpretación del legislador 
que proteja y maximice los derechos humanos del reo. 
 
Legislación Comparada 
Código penal de Alemania 
 
En el presente código hace alusión que se revoca la pena cuando se cometa un nuevo 
delito. Se computará el tiempo que dure la libertad y una vez que se cumpla la sanción se 
extinguirá la pena teniendo como consecuencia su rehabilitación. 
En caso que el condenado persista con incumplir en reiteradas oportunidades se le revocara 
y por ende cumplir el total de la pena en una cárcel.  
 
Código Penal de España 
 
Menciona sobre la sustitución de la pena, es decir se cambia 1 día de prisión por dos 
cuotas, multas o jornadas de trabajo. 
De la misma manera que los demás estados mencionan que el incumplir una regla de 

























 Fuente. Elaboración propia 
LA PENA Es una sanción según el 
ordenamiento jurídico a fin de 
reprimir y prevenir el daño. 





SUSPENSION DE LA 













-Suspensión de la 
ejecución de la 
pena 





Regulado en el artículo 57° CP 
Cumple con tres 
requisitos: 
1.- La pena no sea 
superior a 3 años 
2.- No cometer nuevo 
delito doloso 
3.- No tener condición 
de reincidente o 
habitual. 
Artículo 58 del CP 
Reglas de 
conducta 









Artículo 60° CP 
REVOCATORIA: La suspensión será revocada si dentro del plazo: la 
comisión de un nuevo delito doloso, supere a 3 años. 
Doctrina nacional -Artículo 
139, inciso 








La suspensión de la ejecución 
consiste en suspender la 
ejecución efectiva impuesta en 
una sentencia a través de reglas 
de conducta. 





DERECHO A LA LIBERTAD 
 
Carbonel M. (2004), filósofo Montesquieu advierte en su obra “El espíritu de las leyes” 
que la palabra libertad le ha conmocionado por los diferentes significados y conceptos en 
torno a esta palabra teniendo un gran significado, es por ello que se ha existiendo en siglos. 
La libertad e igualdad son dos preceptos conceptuales que se encuentran enlazados desde 
varios puntos y lineamientos, y en cierta medida, dependen uno de otro en la práctica. Este 
derecho tiene más sentido cuando se reconoce por igual, visiblemente los reconocimientos 
de este derecho deben estar en relación de igualdad, un igual ejercicio de libertad para cada 
una de las personas. 
 
En la norma Constitución, artículo dos, inc. 24 donde menciona que: “Tienen derecho a la 
libertad y la seguridad personales, una persona”. Considerado en uno de los derechos más 
importantes. Se caracterizan por ser derechos principales, catalogados en la primera 
generación de derechos en la declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano.  
Nuestra constitución, en su artículo 103°, en su primer párrafo menciona: “la constitución 
no ampara el abuso del derecho”, pues es considerado este derecho más fácil de abusar, 
porque ocurre por realizar nuestra voluntad violentemos otros derechos. 
Pero también en el artículo 2 inciso 24, literal c, hace mención sobre la libertad y seguridad 
personales pero en específico en el literal “c”: “no existe prisión por deudas a excepción 
por incumplimiento del deber alimenticio que no limita el mandato judicial”. 
 
El constitucionalista Bernales E. (2012) alega que: “este derecho moderno se separa la 
obligación de carácter civil del penal, pues incumplir un delito teniendo un carácter 
económico no le corresponde una pena de esta naturaleza” (pág. 178). 
 
Mediante el artículo primero de la ley N° 28970, se entiende en el órgano de gobierno del 
Poder Judicial, el Registro de Deudores Alimentarios Morosos, la cuales se inscribirán en 
su artículo 4° del mencionado registro, menciona que el agente si adeude tres cuotas, sean 




incumplan con el pago   juicios donde se declara consentidas o ejecutoriadas en atributo de 
no han cancelado en un periodo de tres meses. 
 
OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR 
 
Delbarrola (1984), el “vocablo alimentos deviene del latín alimentum que quiere decir 
nutrir o alimentar, otorga un sentido común teniendo como significado de los objetos que 
utilizan como alimento de nuestro cuerpo, sin embargo en cuestión legal es utilizado para 
conceder a la persona como medio de subsistencia” (pág. 131-133). 
 
 Pues en esta misma línea según el autor Reyna Alfaro (2002, p. 193), alega que:  
 
El bien jurídico penal en debate es “los derechos de orden asistencial”, siendo aceptada y 
recibida por la doctrina, teniendo un procedimiento indebido, la cual será establecida por un 
mandato judicial, pues la responsabilidad que tiene el obligado hacia el menor debe ser 
comprobada por el órgano judicial y expresada en una sentencia. 
 
Siguiendo esta misma posición Jesús Bernel del Castillo en su obra “El Delito de Pago de 
Pensiones”, citado por el juez del Poder Judicial (2005), al sostener que: 
 
“La violación al derecho alimenticio, es una figura de relevancia e importancia, como es el 
núcleo familiar, quien debería ser protegido por el estado a través de un ordenamiento jurídico 
eficaz, pues el pago de los alimentos básicos y estar estrechamente conectado con el vínculo 
familiar, entonces los fundamentos sólidos para alterar alguna duda existente sobre la 
injerencia punible en la detención de la conducta, si el artículo 6to del contenido en la 
Constitución se construye como deber y derecho de los progenitores, brindando alimento, 
educación y seguridad” (p.63). 
 
Para Salinas (2010), el incumplimiento de obligaciones alimenticias, se encuentra en un 
estado vía el derecho punitivo esto quiere decir que el estado ingresa no necesariamente 
para la protección de la familia que mayormente se encuentra en riesgo de desintegrarse, 




alimentos que debe tomar el hijo, por sí solo no puede conseguir dicha necesidad (pág. 
480). 
 
Pues el autor en mención señala que el delito de omisión a los alimentos no solo queda en 
la asistencia de sus deberes alimenticios, sino que afecta su integridad física del agravado. 
Finalmente para Peña (2009) describe que: 
 
 “La familia es el bien jurídico protegido y tutelado en el derecho, sin embargo, se tiene que 
tener en cuenta que la familia no se protege en derecho penal como un todo sino a ciertas 
relaciones como de tipo asistencial dándose en la misma prevaleciendo más la idea de 
seguridad que la misma concepción familiar” (pág. 440). 
 
Realidad Peruana  
 
El estado conoce que esta infracción contra la familia ha ido expandiéndose, por diversas 
jerarquías del país, este tipo de violación al derecho del menor se ha trasformado en una 
problemática, el 50 % de nuestra carga procesal, va relacionado a esta clase de delitos que 
es un problema grande generando gasto a la sociedad. 
 
La Constitución Política del Perú  
 
En su acápite sobre el delito contra la familia no es la infracción de obligaciones entre 
privados lo que se pretende castigar, sino la infracción de las resoluciones judiciales. Pero 
ante ello debemos de exhortar, el resultado ante el delito es la aprobación del castigo del 
padre moroso, dado que nuestra norma lo que intenta salvaguardar es la alimentación del 
niño ante el incumplimiento, no en un argumento de atamiento de las sentencias, por lo que 
una mejor definición seria, opinar su apremiacion en su acatamiento, no de disposición 
judicial, sino de la problema de los alimentos, por consecuente es cuidar por la necesidades 
primordiales del menor, segundo en el supuesto de la carta magna, busca cumplir y acatar 





El fin punitivo 
 
En el ordenamiento jurídico a través de su poder punitivo  ha resuelto tomar trabajos para 
resguardar  los intereses familiares y en particular del menor, por ende recurre a su poder 
represivo con el fin de que la colectividad cumpla con el deber tan elemental, fundamental 
e transcendental para el progreso del menor, que son los alimentos y que no quiere 
cumplirlos, el estado reprime este tipo de conducta, incluso  el padre debe conocer las 
consecuencias que acarrea una renuncia de los hechos de quitar los alimentos al menor.  
 
Salinas (2010), derecho penal, parte especial menciona que:  
(…) de incumplir las obligaciones alimentarias, el estado peruano a través del derecho punible 
aparece no necesariamente para salvaguardar a la familia que en la mayoría de casos se 
encuentra en riesgo de separación, sino aparece para probar y prevenir los alimentos del menor. 
La intervención del estado se justifica dado que es el notable medio de poder para avalar el 
eficaz desempeño de las obligaciones familiares, cuando los habitantes de manera dolosa tratan 




La figura delictiva de incumplimiento doloso de obligación alimentaria aparece tipificada 
en el artículo 149 del código sustantivo que tiene el siguiente contenido: 
 
“El agente de manera emisiva incumple su deber de dar alimentos, establecida mediante una 
resolución judicial, pues la norma la reprimió imponiéndole una sanción suspendida no 
superior a los tres años, o prestar servicios comunitarios de veinte a cincuenta y dos jornadas, 
sin lesionar el cumplimiento de una orden judicial”. 
 
El sentenciado imita nuevo compromiso alimenticio en convivencia con una tercera 
persona, deja o desatiende perversamente su labor, la pena no será menor de uno ni mayor 
de cuatro años. 
Reátegui (2014), “La decisión de sancionar no solo acciones sino también omisiones, no es 









En el tipo base- primer párrafo del código procesal penal, se advierte el tipo penal, 
caracteriza por la omisión dolosa del agente, pues omite el cumplimiento de los deberes 
básicos como son los alimentos, sustentada en un mandato judicial después de concluir el 
proceso en la vía sumarísima sobre alimentos. El tipo penal lo efectúa el agente teniendo 
conocimiento en las notificaciones concluida en la resolución judicial consentida la cual 
señala la obligación que debe cumplir al agraviado. 
 
El legislador confecciona el tipo penal manejando la expresión “resolución” más conocida 
como una sentencia. Lo que se concluye es que el agente ya cometió el delito de eso no 
hay dudas, la cual tiene que cumplir reglas estipuladas a favor del agraviado. 
 
 Para los penalistas peruanos no existe mayor discusión en ese sentido, pues para Bramont 
y García (1997, p 176), “colocar en riesgo el bien jurídico elegido para que se considera el 
ilícito penal, establecido en nuestra norma y dando como consecuencia un perjuicio a la 
víctima en este caso a un menor de edad”. Para Villa Stein (1998), la “conducta omisiva 
por padre de la víctima, señala en una resolución, sitúa en riesgo la complacencia de las 
miserias elementales y básicas del alimentista”. (pg. 96). 
 
Bien Jurídico protegido 
 
En este delito existe divergencias dogmáticas, pues en un contexto se defiende que el justo 
jurídico elegido es la familia, dicho enfoque perpetuada, por ejemplo, por Luis Bramont 
Arias y García Contezano (1997), quienes señala: “el delito a la asistencia alimentaria se 
fundamenta en la seguridad dentro de su entorno familiar, de ahí pues el delito que se 
ejecuta, presume la violación al deber asistencial, por esta razón el tipo penal, se debería 




Esta posición lo que se pretende salvaguardar es la asistencia alimentaria, ya que su 
objetivo de este tipo de delito, es el de cumplir la subsistencia del dependiente pasivo en el 
caso el menor de edad, dicha protección también debe estar direccionada por el estado. 
 
Delito de peligro 
 
No es obligatorio que el desgaste causado a la víctima este corroborado por el 
incumplimiento de pago por alimentos, solo se deberá requerir la existencia de una por 
alimentos hacia el menor por parte de un legislador, ceñida en una resolución legal, y que 
el sentenciado, efectué el pago de la deuda en su totalidad. 
Para Villa Stein (2002), concuerda con la posición que es un delito de peligro, pues no se 
condiciona el cumplimiento efectivo de los alimentos, sino que el delito ya lo cometió. 
(pág. 96). 
 
No concuerdo con esta posición puesto que no solo debe ver si se cometió el delito, sino 
que vaya más allá como que se sea eficaz el cumplimiento de los alimentos hacia el 
alimentista a través del medio económico, además ver que otros derechos se estaría 
vulnerando como es el derecho del menor al quedar en total desamparo. 
 
Delito permanente 
Se considera que este tipo de delito, de arreglo a su contexto se prorroga su continuación, 
dado que de manera reiterada infringe el delito examinada en la ley, por lo que cada hecho 
carga su consumación. 
 
Tipicidad Objetiva 
El individuo quien es su deber cumplir con la alimentación según el mandato 
jurisdiccional, mientras que el sujeto quien se encuentra vulnerable viene a ser el agraviado 






Para facilitar su cumplimiento es que tenga conocimiento el obligado, quiere decir que se 
encuentre debidamente notificado, mediante una sentencia firme y consentida y a pesar de 
tener conocimiento incumple entonces se puede decir que de manera intencional no desea 
cumplir con el derecho del menor.  
 
Antijuricidad 
Los secretarios de juzgados deben supervisar verificando, si la conducta del omisor es 
justificable según el Código Penal, en su artículo veinte. Esto quiere decir que se encuentre 
tipificado en nuestro ordenamiento jurídico y sancionado penalmente. 
 
Culpabilidad 
El que causa un delito producto de sus actos y este causa daños a otros, el juez o 
magistrado está en la obligación de resolverlo y castigarlo por la culpabilidad. 
 
Grados del Delito 
En este tipo de delito no existe el caso de tentativa basta la omisión para que se considere 
su consumación y por ende su sanción penal.  
 
Agravantes 
Cuando el obligado presume otra necesidad alimentaria con la unión de una persona ajena, 
o deja o renuncia de manera maliciosa su centro de labores, con el fin de estar al día en los 
alimentos. 
Por lo general, los individuos quieren burlar la prestación alimenticia que tienen, 
simulando tener obligaciones por alimentos, para ello hacen creer que tienen una relación 
con otras personas, mayoría allegados que le inicia una demanda de alimentos, pese a tener 
las condiciones económicas para su manutención. 
 
Peña Cabrera (2008), “de quien demanda por un menor vivo, forjando documentos, sin 
duda la conducta se asocia en afluencia con el delito de dolo procesal, pues miente al juez, 





Derecho de los Alimentos 
Concepto de Alimentos: se regula en el artículo 472 del Código Civil vigente, pues se 
conceptualiza como aquello que es indispensable para el sustento, residencia, vestimenta y 
salud, acorde a posibilidad y realidad de cada núcleo familiar.  
 
Sujetos que tiene el deber de brindar los alimentos 
El artículo 475 del código civil dispone que los alimentos deben ser prestadas para ambas 
partes, por los descendientes, por los ascendientes y hermanos. Tal sentido se considera 
que tanto el padre como la madre se deben encontrar en la misma posición de brindar los 
alimentos, y siguiendo la correlación empieza con el hermano mayor, abuelos, parientes 
cercanos y otros responsables. 
 
Derecho a los alimentos 
En la carta magna señala que todos tenemos derecho a los alimentos, pues así lo específica, 
además se encuentra explícito en la constitución política del Perú, la cual toda persona 
desde que nace tiene derecho a comer, vestirse, recrearte, pues como se sabe es un derecho 
ganado desde su procreación, siendo que hasta los 18 años un padre tiene obligado de 
sustentar a su prole, que la cual se le debe brindar conjuntamente con su protección, 
teniendo sus excepciones, en cas este siga estudios superiores con existe se le deberá 
brindar los alimentos por parte de los padres, , art. 474 C.C. 
 
Doctrina 
En doctrina hay autores que consideran que el derecho punitivo sería contraproducente en 
temas de alimentos, al contrario lo consideran contraproducentes, pues no mejora la 
situación económica del agraviado, al contrario lo agrava, pues lo que se quiere es que el 
menor se encuentre protegido económicamente y en unión familiar; para salinas afirma 
que: “en casos de obligaciones familiares, el estado debería abstenerse, pero se piensa que 
la intervención a través de la justicia haría que el ciudadano a través de una pena obligarlo 






A continuación, se analizará los posibles argumentos jurídico que se deberán para defender 
una situación a favor o en contra con respecto a la revocatoria, si se tendrá la alternativa de 
modificar, regular en caso de cumplimiento tardío en el pago total de los alimentos, a pesar 
de ello sí o no debería cumplir su pena establecida en la sentencia. 
De este modo lo que se pretende es mejor y dar solución a la ley, a fin de generar seguridad 
jurídica y no una incertidumbre. 
 
Análisis de Sentencia  
 
 Datos Generales: CASACION N° 131-2014 AREQUIPA 
Entidad: Sala Penal Permanente de Lima 
Materia: delito de Omisión a la Asistencia Familiar 
Imputado: Dany Javier Supo Amanqui 
Datos de sentencia: Fecha de sentencia 26-03-2012 
I. Presentación y formulación del caso  
 
- La sentencia suspendida le impone una pena de 1 año y 10 meses de pena privativa de 
libertad suspendida, bajo reglas de conducta:  
a) como el de apersonarse al juzgado, el primer día hábil de cada dos meses a fin de 
registrar su firma, 
 b) Reparar el perjuicio causado, como el pago ascendente a s/ 15,918.71, haciendo 
mención a la sentencia, en caso no se cumpla se efectuará el apercibimiento de 
imponérsele las medidas del artículo 59 del Código Penal. 
 Fallo Primera y segunda instancia de la Sentencia: fundado el requerimiento de 
ineficacia de acto jurídico solicitado por el abogado defensor del obligado. 
 
En ese estado del proceso, el referido cumple con el total del pago, por tal motivo el 
legislador indica que no era permisible otorgar de valido la sentencia como acto jurídico no 
conseguía prestar efecto ya sobrevino de una causa de ineficacia sobreviniente. 
 




 La presente resolución contradice la Constitución Política de Perú, refiriendo las 
resoluciones han pasado como cosa juzgada dejándolo sin efecto. 
Todo acto que tenga por finalidad la afectación directa o indirecta de la libre competencia, 
ya sea como derecho o principio, será sancionado por la entidad competente. 
Fundamenta que la eficacia se presume una aptitud, es decir la capacidad y no un acto; 
pues quiere decir el encarcelamiento del obligado, no se puede asumir la presente no 
produzca efectos. 
Su resultado no se encuentra ante una ineficacia, pues al no capturarse es un contexto 
pasajero. 
Por tal fundamento se declaró fundado el recurso de casación por tener carácter vinculante 
 
Expediente: 00317 – 2016 – 2 - 1826 – JR – PE – 01-TERCERA SALA PENAL DE 
APELACIONES 
Imputado: Moreno Medina Marco Antonio 
 Delito: OAF  
Agraviado: Menor de iniciales M.A.M 
 Materia: Apelación de resolución que declara fundado la revocatoria de la suspensión de 
la pena. 
Datos de Sentencia: Fecha de Sentencia 05-10-2016 
 
I. Presentación y formulación del caso  
 
Condenando al imputado Moreno Medina Marco Antonio, como autor del delito contra La 
Familia – Omisión a la asistencia Familiar. Imponiéndole una pena suspendida de (1 año y 
9 meses). Siendo que ante su posible incumplimiento se le revocara la suspensión de la 
pena, en aplicación al artículo 59° del código penal, haciendo mención que la CASACION 
N° 656- 2014-ICA se establece en su fundamento 15, la aplicación de los efectos del 
incumplimiento, siendo además que es de acuerdo al criterio discrecional que tiene el juez 
de aplicar una medida en cada caso en concreto. 
 





En su considerando quinto se establece que deberá cumplirse conforme lo indica la norma 
de manera discrecional del Juez, es decir, a cada caso en concreto puesto que está en la 




a) Al cancelar la última armada de las pensiones devengadas luego de revocar la pena 
suspendida, estaría inmerso en la excepción de la Casación N° 131-2014- Arequipa en 
su fundamento 19. 
b) Que el artículo 4 de la L.O.P.J. expresa: “uno está obligado acatar todo lo que muestre 
y este expresamente estipulado en la norma, más aun si son decisiones judiciales a 
excepción la que manifiesten que no pueden pagar siempre y cuando lo demuestre con 




España: En su artículo 227, inciso 1, constituye al dejar de pagar por lo menos dos meses 
sucesivos o 4 meses no sucesivos, favoreciendo al hijo y se cónyuge, en cierto tipo de 
delitos como es el proceso de alimentos, siendo el más favorecido el menor, siendo al no 
cumplirse con la pena de cárcel de tres meses a un año o multa de seis a 24 meses.  
Pues quiere decir que el progenitor sea padre o madre que deje de cumplir el pagar de 
alimentos, durante cuatro meses no consecutivos o dos meses consecutivos, la norma 
indica que será penado con prisión de tres meses de prisión a 1 año de prisión, o una pena 
de multa.  
 
El código valora reincidencia o habitualidad para recién quitar a una persona de su libertad, 
condenándolo de manera efectiva e incluso se le otorga oportunidades ante su atraso con el 
pago de las pensiones alimenticias, se reconsidera una debida aplicación de la pena, en la 
etapa de ejecución, se desarrollará de manera preventiva, ya que lo que se pretende es la 





Chile: En este país ante la irresponsabilidad de las personas morosas en el incumplimiento 
alimenticio se ha implementados mecanismos de fuerza, con el fin de exigirle a efectuar el 
pago, las cuales deben estar sujetos a un decreto por el juez. 
 Frente al incumplimiento alimentario se ejecutarán sanciones como: arrestar de manera 
nocturna al deudor alimenticio, otro seria retener su restitución periódica de sus impuestos 
a la renta y también su interrupción de transito como la licencia de conducir. 
El progenitor que incumple su deber alimenticio, se le imputará el arresto nocturno entre 
las 22:00 pm hasta las 6:00 am horas de la mañana siguiente, en un periodo de 15 días. 
Esta medida se tiene en cuenta que sería más más costoso encontrarse en un centro 
penitenciario, es por ende, que se ha propuesto quitar su libertad ocho horas en la noche, y 
de ese modo se forzara a cumplir con el pago de las pensiones adeudadas, proporcionar 
recursos en el día, y así consumar con las pensiones alimenticias. Si el condenado sigue 
incumpliendo se ampliará el arresto nocturno por 15 días más y si persiste por 30 días más 
hasta convertirse en una pena efectiva. 
 
Otra opción sancionadora seria la pecuniaria, para ello tiene que pedirlo el agraviado ante 
el juez, que consiste retener la devolución anula de sus impuestos a la renta. 
Existe una tercera sanción, siendo a pedido de parte, el magistrado tiene la facultad de 
prorrogar la licencia de conducir vehículos motorizados, esto puede ser por un tiempo de 6 
meses, siendo prorrogado por el mismo periodo, con el objetivo de su cancelación total del 
deudor alimentista.  
 
Pero en el asunto en que la licencia para conducir sea importante a fin de ejercer sus 
actividades del progenitor deudor, y que refleje su primordial fuente de ingresos, el deudor 
podrá requerir que se interrumpa la suspensión de su licencia siempre que asegure la 
cancelación del pago adeudado. 
 
Estados Unidos: la gran cantidad de ciudad en los Estados en EEUU, como por 




pensiones alimenticias, puede llevar efectos legales negativas, siendo la última alternativa 
la cárcel.  
La prisión ante el infracción de la liquidación de los pagos alimentarios se trata solo si el 
fiscal se relaciona con el tema, además la victima debe impulsar, además el monto 
adeudado debe ser inmenso, la condena por desacato a una orden alimentaria no debería 
ser mayor a un año, a razón del juez, como es el de california; se ejercerán ciertas 
sanciones legales como: se suspendería la licencia para conducir, como también su 
renovación, denegar la restitución de los cargas y beneficios del gobierno, revocar el 
pasaporte o también el estado migratorio, respecto a los sueldos, se embargarían los fondos 
por desocupación y los beneficios laborales del adeudado, se le reducirá la calificación 
crediticia. 
 
Con la aplicación del el arresto nocturno, permitirá que el progenitor responsable se sienta 
atemorizado y esto conllevaría a cumpla con los alimentos, por otra razón, no se le impide 
el cumplimiento con su obligación, ya que puede trabajar en las mañanas, además no 
genera egreso al Estado, ya que al estar el deudor alimentista en prisión tendrá que 
mantenerlo.  
Ya en el último caso si estas medidas llegaran a fracasar, entonces si se aplicaría la pena 
efectiva, esto se justifica ya que el estado de alguna manera ha dado oportunidades para 
que el sentenciado page, ya que se ha estado aplicando castigos sutiles y penas privativas 
cortas, además se le demostraría que pasaría ante un eventual incumplimiento a los 
alimentos. 
 
Interés Superior del Niño 
 
Hoy por hoy, la intranquilidad miembro de cada Estado a nivel internacional, tratar de 
pretender alcanzar un sistema de justicia efectiva respecto al niño, se ajusten a las medidas 
universales de derechos humanos.  
Cillero (1999), “el beneficio del menor es superior a otros intereses, no solo es un principio 
jurídico, sino que tiene carácter garantista, en cuanto promueve su protección firme y 





En nuestros tiempos, varios estados se han incorporado bajo los mecanismos y principios 
internacionales, reconociendo derechos del menor, es su legislación y políticas nacionales 
en la que se han visto en la decisión de formular sus normas, leyes en favor del menor y los 
administradores de justicia intervienen para ello están capacitándose para cumplir y aplicar 
correctamente los principios internacionales. 
Se puede decir que otra vulneración al interés del menor, nace  debido a que el incriminado 
estando en la cárcel cancela la deuda alimentaria, pero aun así se le revoca la pena para 
cumplirla en prisión, provocando que cuando los futuros insolventes se hallen en 
situaciones similares, no se interesarían a solventar una deuda, dado que pensarían que de 
la misma manera continuarán privados de su derecho de libertad hasta acatar con la 
condena impuesta en la sentencia, es claro  entonces establecer que quien sería más 
afectado seria la víctima, sujeto que alcanza amparo normativo ante la vulneración de su 
bienestar e interés , encontrándose concordado en la declaración universal de los derechos 
del niño, en su principio 2 y en la convención sobre los derechos del niño, articulo 3. 
 
Zermantten (2003), expresa: El interés superior del niño, asume 2 finalidades principales 
(control y solución), por un lado aseverar una segura una efectiva ejecución de las obligaciones 
y derechos con respecto al menor y por otro lado el interés superior del niño debe ayudar a las 
personas facultadas en esta ocasión a los jueces a tomar una mejor decisión a fin cual es lo 
mejor que le convenga al menor. (pág. 11). 
 
Esto quiere decir que la decisión que tomen los magistrados en relación a proteger sus 
derechos constitucionales el menor es tomar en consideración cual es lo que más convenga 
al menor. 
Pues con la posición anterior, existe concordancia con la posición de Tello (2015) en su 
título llamado “delito de Omisión a la Asistencia Familiar su aplicación - Primer Juzgado 
de investigación preparatoria de Huánuco” para obtener el título de abogado expresa: 
El alimentista al encontrase  el padre recluido en un centro penitenciario  se verá afectado 
económicamente en su manutención, generando que a un futuro las liquidaciones se 
acumulen y sigan cumpliendo condena, puesto que recluido  no podrá laborar en ninguna 





La Constitución Política del Perú 
El principio constitucional protege al niño, expresada en la constitución de 1993, en su 
Capítulo II, donde se encuentran los Derechos Socio económicos, en su artículo cuarto en 
donde instaura una sociedad o estado de resguardar al menor y al adolescente, sugiere que: 
“El niño, el anciano, madre al encontrarse en estado de abandono, el Estado y la 
comunidad deben protegerlos”…”. 
Sokolich M (2013), (…) La justicia en general debe avalar a la infancia quiere decir 
protegerlo pues ante toda ley debe primar el interés superior del menor y para ello 
debe ser independiente de los intereses de los padres. (pág. 84). 
Declaración universal de los derechos del niño 
 
En este párrafo hace mención que el simple hecho de ser menor se encuentra en condición 
de vulnerabilidad es por ello que es necesario y obligatorio que el estado le brinde una 
debida protección y así pueda disfrutar de los servicios que se le otorga, en cuanto se emita 
una medida o ley que lo favorezca. 
 
La convención interamericana de derecho humano 
 
En la convención también lo expresa que: “La medidas concernientes al niño debe 
protegerlo en todo aspecto para ello existen instituciones públicas y privadas que defiendan 
su bienestar. 
La declaración universal a diferencia de la convención; esta señala con detalle a quien en 
específico va detallado la protección al niño, pues se habla de instituciones publica o 
privadas por ello deben velar por el interés, bienestar del menor, para ello el estado debe 

























Fuente: Elaboración propia 
DELITO DE 
OMISION A LA 
ASISTENCIA 
FAMILIAR 
cumplimiento del pago alimentario por conceptos 
básicos que tiene todo ser humano para su subsistencia 
es decir la alimentación, vestido, vivienda, salud, 

















-RENUNCIA MALICIOSA AL 
TRABAJO. 
-ABANDONO MALICIOSO AL 
TRABAJO. 
-SIMULACION OTRA OBLIGACION 
DE ALIMENTOS 







Sujeto activo, el obligado a 
cumplir los a Sujeto pasivo, 











El delito lo incumplió de 
manera constante 









Villavicencio (2006), en su libro menciona La teoría hegeliana discurre a la pena 
retribución por un mal producido, pues la pena debe ser racional y justa pues se ve la 
intensidad de la negación del derecho y pena para que el derecho sea afirmado. 
 
Existiendo críticas, primero en cuanto a la imposición de un mal ante otro mal, se objeta lo 
siguiente como: no establecen una forma que prime la batalla un medio idóneo para 
combatir la delincuencia y repara el mal causado para luego resocializarlo a la sociedad. 
 
Pues esta teoría no ha buscado tratar el problema de la realidad de la pena, como lo señala 
Roxin (2007), menciona con relación a la prevención especial: 
 
“(…) Lo que menciona el autor es que tiene por consecuencia a tener una vida armónica a 
futuro sin delincuencia y así a corto plazo tratar la delincuencia, por ello de nada sirve privar la 




El comienzo de la suspensión condicional de una pena se dio en el siglo XIX, 
desarrollándose en EE. UU. y en Inglaterra (a través de la práctica judicial), el retiro de la 
condena del obligado, luego de haber sido declarado culpable, siendo sometido a un plazo 
como prueba, en los países de Europeos la aprobación no fue  aceptada y sólo, en las 
últimas décadas, ha marcado su preámbulo de diferente modo por parte de los legisladores 
en adecuarla a un contexto particular y necesario.  
La condena condicional se definió en el Código penal como la suspensión de la ejecución 
de la pena bajo las ciertas condiciones la cual el que cometió el delito debía cumplir un 
lapso de prueba. El artículo 286 del Código de procedimientos penales, aún vigente, que 
dejó sin efecto la modificación de 1939, es de raíz francés; pero constituyó, en cuenta 







La Revocatoria: Es dejar sin efecto un decreto o una sentencia suspendida a una efectiva 
por parte de un juez. 
 
La condicionalidad de la pena: Es un conjunto de condiciones que debe cumplir el 
condenado a fin de recibir un beneficio o por el contrario efectivizar la pena. 
 
Pena privativa de la libertad: Es una norma penal impuesta al sujeto que cometió el 
delito, decretado por un ente judicial que garantiza mediante un proceso con las cauciones 
procesales, privándosele de su libertad por un tiempo establecido. 
 
Omisión a la asistencia familiar: Es un delito expreso en el código penal, en la cual un 
padre o madre ha incumplido el deber alimentario afectando el deber del menor. 
 
Interés superior del niño: es un ponderado de acciones enfocadas a un desarrollo 
integrado del menor protegiendo sus derechos fundamentales y básicos que tiene en su 
entorno familiar. 
 
Derecho a la libertad: La libertad es un derecho innato a todo ser humano, pues es la 
capacidad de obrar y eso va depender de la voluntad de la misma. 
 
1.3.-  Formulación el problema de Investigación 
 
Acorde al problema de investigación que se quiere investigar, según Bernal (2010), “Es un 
conjunto de situaciones que se convierten en objeto de reflexión o pensamiento, del cual 




Actualmente en nuestro ordenamiento jurídico se presenta casos en los que los condenados 
se les sentencia por el delito en estudio imponiéndole una pena privativa de la libertad 
suspendida, para luego revocándosela a una pena efectiva por su incumplimiento a la 
deuda alimentaria y la reparación civil que se le impuso en la sentencia; en ese modo al 
renuente de efectuar con el desembolso de las compensaciones alimenticias ordenadas 
acierta la manera de poder financiarse y cancela el total de las compensaciones devengadas 
y la reparación civil, pero sin embargo ya habiendo una sentencia firme se le imposibilita 
recuperar su libertad y así poder cumplir las pensiones futuras que se vienen tramitándose 
en la Corte superior de Justicia de Lima Norte 2017. Por lo que se plantea a continuación 




¿Cuáles son las implicancias de la revocatoria de la condicionalidad de la pena privativa de 




¿De qué manera se estaría vulnerando el derecho de libertad del sentenciado luego de 
habérsele revocado la condicionalidad de la pena privativa de libertad a pesar de haber 
cumplido el pago total de las pensiones devengadas de forma tardía en los delitos de 
asistencia familiar, Lima Norte?  
 
¿De qué manera se estaría vulnerando el interés superior del niño ante una eventual 
revocatoria de la condicionalidad de la pena privativa de libertad en delitos de Omisión a la 







Una indagación hace un recuento los objetivos que no son más que los trabajos o fines que 
el investigador desea proyectar, es decir va a establecer su fin o qué es lo que se investiga 
con el problema a averiguar. 
 
Para Chacón (2012), el objetivo es lo que el investigador “requiere el propósito de las 
metas de la investigación, el investigador debe saber hacia dónde se dirige, que es lo que 
va presentar, lo que puede llevar a la verdad” (p. 63). 




Determinar las implicancias que afecta la revocatoria de la condicionalidad de la pena 




Determinar de qué manera se estaría vulnerando el derecho de libertad del sentenciado 
luego de habérsele revocado la condicionalidad de la pena privativa de libertad a pesar de 
haber cumplido con el pago total de las pensiones devengadas de forma tardía en los 
delitos de asistencia familiar. 
Determinar de qué manera se estaría vulnerando el interés superior del niño ante una 
eventual revocatoria de la condicionalidad de la pena privativa de libertad en delitos de 




La implicancia seria el retraso al pago las pensiones alimenticias por parte del condenado 
hacia el menor, puesto que al ser recluido a un centro penitenciario no tendría las 
posibilidades de pagar y si le agregamos a ello la afectación al interés superior del niño, ya 
que el alimentista quedaría desamparado económicamente y más aún si el condenado 





 Supuestos específicas 
 
Se vulneraria el derecho de libertad del sentenciado ya que ante una eventual revocatoria 
de la condicionalidad de la pena el sentenciado no tendrá las posibilidades de pagar las 
pensiones devengadas de manera total o fraccionada, puesto que al ser internado no 
recibiría una remuneración, agravando más su situación jurídica conllevando a ello que se 
genere una nueva deuda por liquidación de pensiones a futuro, dando inicio a otro proceso 
del mismo grado y es más probable que ingrese nuevamente a un centro penitenciario. 
Se estaría vulnerando el interés superior del niño, porque al encontrarse el padre internado 
en un centro penitenciario el menor quedaría desamparado económicamente (vestimenta, 
salud, alimentación, recreación), además en la mayoría de casos el padre tiene carga 
familiar vulnerando los derechos del otro menor.  
1.4.- Justificación del estudio 
 
Dorio, Sabaniego y Massot (2004), expresan que una investigación cualitativa constituye 
un acumulado de averiguaciones, todas ellas con rasgos afines, aunque no necesariamente 
con un mismo resultado. De la misma manera de acuerdo con este razonamiento Bartolomé 
(1992) asemeja dos importantes alineaciones en la indagación cualitativa: la ubicada a la 
razón de un determinado contenido de estudio, y la encauzada a la evolución general y 
autonomía de los individuos. 
 
Por otro lado Ureta (2012), abogado docente e investigador especializado en retórica y 
argumentación jurídica, actualmente capacita en la escuela del Ministerio Público que 
implementa el nuevo código procesal penal, en su libro titulado: “técnicas de 
argumentación jurídica para la litigación oral y escrita”, mencionando que hay que decir 
lo que es importante para que el intercambio no sea perjudicado. (p. 79). 
 
La presente tesis propone que exista una mejor solución en el caso de delitos de omisión a 




devengadas a favor del alimentista, puesto que el sentenciado no ha realizado el pago 
oportunamente, pero el internamiento en un establecimiento penitenciario no sería la mejor 
solución ya que afectaría el derecho de la libertad del sentenciado y el  interés superior del 
niño y también verificar en que se basan los legisladores para optar por revocar la pena 




Para obtener los objetivos de estudio, se recurrirá a la utilización de herramientas como es 
la entrevista, siendo los profesionales en derecho y especialistas legales los que brindaran 
su punto de vista para luego de ello procesarlos sacando los resultados a fin de verificar su 
comprobación, además de obtener conocimientos válidos y confiables acerca de qué 




Esta investigación ayudara en la hipótesis de los objetivos de estudio, se brindan una mejor 
solución específica de acuerdo al problema del tema a investigar, ya que al materializar los 
objetivos se podrá proponer los cambios normativos para cada caso en concreto con el fin 




Lo relevante es tocar de desdoblar una investigación de impacto social y financiero que se 
deba incitar mediante el planteamiento legislativo, pues se justifica al alcanzar que los 
acusados, sean de alguna forma forzados por parte del estado a efectuar con la anulación de 
la deuda alimentaria, siendo de esa forma favorecer al menor, para así percibir las futuras 
pensiones alimentarias. 
Por otro lado se obtendría reducir la saturación en los penales, despoblando una gran 
cantidad de condenados, lo que compondría al estado deje de amparar y solventar los 




familiares, de esta misma forma el estado economizaría un presupuesto que a la larga 




La contribución seria efectivizar el total del pago de las pensiones devengadas al 
alimentista sin vulnerar los derechos del obligado, pues el en el delito de omisión a la 
asistencia familiar es el pronto pago, pues lo que se quiere es que el menor quede protegido 
en su sustento básico siendo su derecho. 
 
1.5.- Supuestos u objetivos del trabajo 
 
Objetivos de la Investigación: 
 
Determinar las implicancias que afecta la revocatoria de la condicionalidad de la pena 




Determinar de qué manera se estaría vulnerando el derecho de libertad del sentenciado 
luego de habérsele revocado la condicionalidad de la pena privativa de libertad a pesar de 
cumplir con el pago total de las pensiones devengadas de forma tardía en los delitos de 
asistencia familiar. 
 
Determinar de qué manera se estaría vulnerando el interés superior del niño ante una 
eventual revocatoria de la condicionalidad de la pena privativa de libertad en delitos de 




































2.1.- Diseño de Investigación 
 
Es una teoría fundamentada, este diseño tiene un enfoque cualitativo, quiere decir que la 
información recogida basada en observaciones dadas en el ámbito natural, en la cual se va 
a diseñar en: 
 
Teoría Fundamentada.-El método de estudio de la presente investigación me va a 
permitir construir la realidad en base a los datos que se ha obtenido de la interpretación 
como son las entrevistas relacionadas con la realidad. 
 
Según Strauss y Corbin (2002), esta teoría se caracteriza porque es flexible, es decir que es 
capaz de brindar una directriz a la investigación que se quiere llegar a cada 
campo. Asimismo, su flexibilidad metodológica, el pensador adopta constructivamente las 
críticas de su investigación. Goza del intercambio de pensamientos sustantivas como 
teóricas, aun cuando sean interesantes; exceptuado si están apoyadas en un tipo de relación 
con otros fundamentos. 
 
Otra característica de esta teoría es la confidencialidad que tienen de acuerdo a la teoría, 
mayormente se espera un buen recibimiento por parte de la comunidad científica. Existe 
una sensibilidad teórica de acuerdo a ciertos conceptos, más probable es que se reconozcan 
las dimensiones de estos conceptos en los datos. 
 
En la misma posición se encuentra Rey y Velásquez (2013) menciona: “(…) es la 
construcción de un plan metodológico de estudio, es decir los lineamientos y organigrama 
de estrategias y procedimientos, con el objetivo de obtener datos, para luego procesarlos, 








2.2.- Métodos de muestreo 
 
En la investigación cualitativa considera: 
Escenario de estudio 
 
La investigación titulada “la revocatoria de la condicionalidad de la pena privativa de la 
libertad en delitos de omisión a la asistencia familiar, lima norte 2017”. 
Se optó como espacio escenográfico la realización de la tesis, los órganos jurisdiccionales 
de la Corte Superior de Lima Norte, tomándose en cuenta la trayectoria, experiencia y 
extensión de casos donde se puede obtener información relevante que ayude y facilite a 
cumplir los propósitos de este estudio. 
Asimismo la Corte Superior de Lima Norte es un espacio geográfico donde se va a 
desarrollar las encuestas y el análisis documental. 
 
Para el logro de los objetivos de este estudio se tomó como referencia el estudio 
descriptivo, especificando en un grupo determinado a fin de ser sometido a análisis, es 
decir al seleccionar una serie de cuestionamientos, se le describirá cada una de ellas de 
manera independiente a fin de poder brindar las diferentes posturas que concuerden con 
nuestra investigación. 
 
La presente investigación se tuvo como instrumento “ la entrevista”, pues esta permite 
captar información empírica que se va tomando las descripciones de las categorías que se 
están investigando y también el análisis documental a través de expedientes  quien juega 
un importante papel en el avance del  estudio, puesto que estos instrumentos permiten una 
aproximación al problema que se estudia para obtener datos en forma amplia y profunda, 
complementando a las entrevistas, pues lo que se pretende demostrar en este estudio es a 
cuantos sentenciados ha sido afecto ante una eventual revocatoria de la pena suspendida 
pese de haber pagado las pensiones devengadas. 
 




Se requiere individualizar y detallar a los sujetos que van a ser partícipes en la presente 
investigación. En ese sentido Otiniano y Benites (2014) señalan que: 
“Es delimitar quiénes son los colaboradores de la historia o suceso, las descripciones de los 
interesados del mismo, las descripciones de los participantes, estilos, conductas, patrones, 
etc” (p. 13).  
Con ello se busca tener claro quiénes van a ser aquellos profesionales del derecho cuya 
opinión va a ser tomada en cuenta para las conclusiones a las que se arribará en el trabajo 





SUJETO SEXO CARGO ENTIDAD DONDE 
LABORA 
01 Betty Abad  F Abogada/ Especialista  Poder Judicial  
02 Miguel Ángel Canepa 
Sullca 
F Abogada/ Especialista Poder Judicial 
03 Julio Díaz Paz M Abogado/ Juez de 
Juzgado 
Poder Judicial 
04 Flores F Abogado/ Juez de 
Juzgado 
Poder Judicial 
05 Susan Niquin Jaimes  F Abogada/ Especialista Poder Judicial 
06 Orrillo F Abogado/ Juez de 
Juzgado 
Poder Judicial 
07 Alcides Ramírez Cubas M Abogado/ Juez de Sala Poder Judicial 
08 Roque F Abogado/ Juez de 
Juzgado 
Poder Judicial 
09 Ronald Tuesta Azañero M Abogada/ Especialista Poder Judicial 
10 Luis Alberto Vega Buenaño M Abogada/ Especialista Poder Judicial 
 







Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
 
Ayuda a facilitar el trabajo del investigador, aplicando métodos siendo útil para resolver 
problemas metodológicos a través de la demostración (Torres, 2002, p. 80). 
 
La investigación se emplea técnicas recogidas de los secretarios, jueces, para ser utilizados 




El investigador es el instrumento quien asume una postura con respecto al argumento 
principal de investigación y que se traduce en una teoría fundamentada o una narración 




La entrevista es la técnica no estructurada. Para Álvarez y Jurgenson (2003), en la presente 
indagación cualitativa, la entrevista trata de deducir el mundo desde la visión del 
entrevistado a fin disgregar lo importante de sus experiencias. (1996; pág. 6). 
 
Análisis de registro documental: 
 
Al extraer cierta información relevante de una investigación, se denomina Análisis de 
registro documental, pues recolecta información relevante que sea fuente relevante de la 
tesis; en dicho sentido será considerado aplicar jurisprudencia, casación, acuerdos 




Fundamenta en la recaudación de la diversidad de puntos de vista, a través de la 




neutral y de forma abierta, con el fin de que pueda permitir alcanzar veredictos con 
respecto al objeto de estudio. 
 
Con similitud conceptualización opina Rey y Velásquez (2013) señala que “la entrevista es 
la forma que adopta la encuesta, que tiene la particularidad de hacerse a través de un 
proceso verbal, entre al menos dos entes” (p. 167). 
 
Por lo expresado, las entrevistas brindan interactuar con los especialistas en la materia, 
brindándonos una información llevada en la práctica. 
 
Con respecto al instrumento, Quezada (2010) refiere que “es cualquier instrumento que se 
vale el estudio para aproximarse a los fenómenos y recabar información” (pág. 123). 
Por lo que a continuación se utilizaran los siguientes instrumentos: 
 
Instrumentos de recolección de datos 
 
Guía de análisis documental 
Este análisis documental tiene como fin de organizar y facilitar el estudio, análisis e 
interpretar los documentos seleccionados, teniendo una importante relevancia puesto que 
recolecta la información que será utilizada para demostrar y constatar los resultados de la 
investigación.  
 
Guía de entrevista: 
 
Es un formato en el que se incorporan preguntas, que se realizan en función al tema que se 
quiere investigar. Las preguntas, son elaboradas de forma abierta con la finalidad de que el 
entrevistado pueda dar a conocer su opinión o conocimiento respecto al tema a tratar y 





2.3.- Rigor Científico 
 
Suarez (2006). “El rigor científico de la investigación, es donde se valora los criterios tales 
como: la credibilidad, transferibilidad, dependencia, confiabilidad y la coherencia de la 
investigación en su conjunto” (pág. 10). 
Se pretende exponer a grandes medidas las características que definen a cada criterio en el 
estudio y se realizan algunas consideraciones en particular sobre la naturaleza de la 
investigación en el ámbito universitario. 
 
Valencia (2011), el rigor es la calidad de la investigación, ya que viene hacer un asunto 
central, pues el rigor de la investigación cualitativa, sus criterios principales está 
relacionado con la validez, confiabilidad, objetividad versus subjetividad, credibilidad, 
confirmalidad y transferibilidad, como también la guía de evaluación, elementos 
relacionados con la investigación desde diferentes perspectivas e intereses.(p. 1). 
 
Validación de entrevista (guía de entrevista) 
Validez 
La validez consiste en el grado de idoneidad del instrumento, para que este sea eficaz en la 
medición de aquello que planea medir, pues este instrumento de recolección de datos de la 
investigación, han sido validados por tres especialistas, tal como se muestra en esta tabla. 
TABLA 2 
 
Fuente: Elaboración propia 
DATOS GENERALES PROFESION / CARGO PORCENTAJE 
Dr. Jorge Rodríguez Figueroa Abogado/ Docente de Desarrollo de 
Proyecto de Investigación 
 96 
Dr. Eleazar Armando Flores 
 
 Abogado/ Docente de Desarrollo de 
Proyecto de Investigación te de Derecho 
UCV- Lima Norte 
 95 
Dr. Salas Quispe Mariano Rodolfo Abogado/ Docente de Desarrollo de 
Proyecto de Investigación 
 97 







Para Hernández, Fernández y Baptista (2010) apuntan que: “La confianza es el grado en 
que un instrumento produce resultados sólidos y vinculados”. (p. 200). 
Como se puede observar en la tabla anterior, el nivel de confiabilidad de la Guía de 
Entrevista es de 96 %, mientras que en la tabla de confiabilidad se observa que la guía del 
análisis documental es de 95 %. 
TABLA 3 
DATOS GENERALES PROFESION / CARGO PORCENTAJE 
Dr. Jorge Rodríguez Figueroa Abogado/ Docente de Desarrollo de 
Proyecto de Investigación 
 96 
Mg. Eleazar Armando Flores 
 
 Abogado/ Docente de Desarrollo de 
Proyecto de Investigación te de 
Derecho UCV- Lima Norte 
 95 
Dr, Salas Quispe Mariano Adolfo Abogado/ Docente de Desarrollo de 
Proyecto de Investigación 
 95 
Promedio  95% 
Fuente: Elaboración propia 
2.4.- Análisis cualitativo de los datos 
 
Es una averiguación con carácter cualitativo, procede de un estudio igualación de la 
averiguación al determinado grupo poblacional. Tiene un análisis inductivo a un grupo de 
personas que se quiere llegar a estudiar, por ende se toma una muestra de manera 
individual estableciendo su posición y opinión personal a fin de llegar a una conclusión 
que concuerde con mi punto de estudio. 
2.5.-Aspectos Éticos 
 
La presente investigación estará encaminada a la honestidad objetiva y veracidad de la 
información recolectada, respetando los derechos de autor, reconociendo las 




propios de una investigación. Protegiendo la identidad de cada uno de los individuos que 

































































En el siguiente párrafo se detalla los resultados obtenidos y que tienen una conexión con 
las categorías que serán parte del análisis para concluir la tesis en estudio. 
Los resultados de la investigación debe estar en concordancia con el producto obtenido, 
pues eso se ha podido conseguir con la recopilación de la información; cada respuesta 
concluida debe tener conexión con el instrumento aplicado de los mismos que 
procederemos a puntualizar cada una de las respuestas obtenidas del instrumento aplicado 
como es la guía de entrevista, las mismas que concuerdo tanto con el objetivo general 
como los objetivos específicos. Además, Para el desarrollo de este acápite solo se 
considerarán las nociones más relevantes que den una contestación a nuestros objetivos. 
En este orden de nuestras ideas, se exponen en cuanto a los resultados que serán planteados 
de manera clara y detallada. Seguidamente, pasaremos analizar cada interrogante que fue 
desarrollada para conseguir los objetivos que ayudaron a esta investigación; además se 
hizo un contraste a las diferentes opiniones vertidas por los especialistas en materia penal, 
para finalizar con un resultado del propósito del nuestro estudio. 
En este sentido, se presentan los resultados obtenidos producto de las entrevistas 
realizadas. 
 
Resultados de Entrevistas 
 
Esta recolección de información a través de los instrumentos aplicados, se dividieron las 
preguntas en tres objetivos, lo que se determinó tanto los objetivos generales y objetivos 
específicos de manera que puedan brindar una respuesta certera a los mimos. 
Estas entrevistas se realizaron en los meses de setiembre y octubre del presente año, las 
mismas que serán analizadas a partir de los objetivos d la investigación que han sido 
especificados a través de una guía. 
Para nuestra investigación, se ha considerado la participación por medio de la entrevista en 
esta tesis, a jueces penales titulares de la Corte Superior de Lima Norte, cuatro jueces 
especializados en Derecho Penal y seis especialistas penales (secretarios y asistentes); de 
las cuales fueron elegidos a mi criterio pues considero que serían los más idóneos y con 
experiencia, en cuanto a la aplicación de la responsabilidad restringida por la edad; precisa 




que la información que se procuró correspondía al criterio de estos en base a su función, la 
misma que desempeñan sus homólogos a nivel nacional. 
 
Objetivo general: 
 Determinar las implicancias que afecta la revocatoria de la condicionalidad de la 
pena privativa de libertad en los delitos de omisión a la asistencia familiar. Lima 
Norte 2017. 
 
Pregunta N° 01: ¿Considera usted que la revocatoria de la sentencia suspendida 
afecta el interés superior del niño y la libertad del sentenciado? ¿Por qué? 
 
Los entrevistados Ramírez, Canepa, Niquin, Vega, Flores, Orillo, Abad  (2018) sostiene 
que: la revocatoria de la pena, si afecta al interés superior del niño y a la libertad del 
sentenciado, ya que al estar privado de la libertad resulta impedido de poder socorrer 
económicamente a sus hijos y familia la deuda por la pensión de alimentarias, además al 
perder su libertad no podrá desempeñarse en el campo laboral por ende sin percibir 
ingresos económicos pues como se sabe las cárceles en nuestro país se encuentran en 
paupérrimas condiciones, siendo así que los condenados por el delito de omisión a la 
asistencia familiar no puede ser tomado como un delincuente peligroso, además debe 
tomarse de acuerdo la proporcionalidad del delito; en cuanto al principio de la afectación 
del interés superior del niño es que el menor no solo debe percibir el aspecto económico 
sino también el aspecto emocional del niño, necesitado de la protección, el amor, apego, es 
por ello que la revocatoria es considerado por los entrevistados como una sanción extrema 
ya que también la sentencia quedaría de manera abstracta al no poder cumplir a cabalidad 
lo ordenado por el órgano jurisdiccional. 
 
Sin embargo, para Tuesta, Díaz, Roque (2018), consideran que la revocatoria de la pena no 
afecta e interés superior del niño dado que esta medida es a consecuencia del 
incumplimiento reiterado del sentenciado con el cumplimiento de las reglas de conducta 






Por lo tanto, de los diez entrevistados, seis de los entrevistados argumentan que una 
eventual revocatoria si afecta el interés superior del niño y la libertad del sentenciado ya 
que al haber ingresado a prisión no podría efectuar el pago de los alimentos, afectando el 
interés superior del menor puesto que no solo es el pago sino también el cariño, amor que 
se le dedica al hijo, en cuanto al derecho a la libertad individual es uno de los derechos 
consagrados e imprescindibles del ser humano, fundamental, tras la vida e integridad, 
considerado la matriz para otros derechos, siempre y cuando respetando la ley y el derecho 
de otros individuos. 
 
Este derecho se encuentra expreso en la constitución en su artículo 2, inciso 24 señala que 
toda persona tiene derecho a la libertad y a las seguridades personales. Además relacionan 
con la declaración universal de los derechos Humanos en su artículo 9° de la misma 
manera en la convención Americana de Derechos Humanos, en su articulo7, inciso 3. 
 
Pues este derecho no solo viola el derecho a la libertad sino también pone en peligro el 
interés superior del niño, establecido en la Constitución peruana, artículo cuarto donde 
establece que: “la comunidad y el Estado protegen especialmente al niño…”. También 
protegen a la familia y promueven el matrimonio. Reconocen a estos últimos como 
institutos naturales y fundamentales de la sociedad. De la misma manera en el Código del 
niño y adolescente en su artículo IX del título preliminar donde dice: 
 
“(…) medida concerniente al niño y adolescente que adopte el Estado a través de los tres poderes 
del estado, Ministerios Públicos, Gobiernos Regionales, Locales y otras Instituciones, así también en 
la acción de la sociedad, pues se considera el Principio del Interés Superior del Niño y Adolescente 
respetando sus derechos”. 
 
Es por ello que la declaración es clara en cuanto el estado en su labor legislativa, intenta 
emitir una norma que vincule al niño, ya sea con el fin de incentivar su desarrollo moral, 
espiritual, mental, físico o social, siempre debe de reflexionar respecto a su decisión, si 





Por otro lado tres entrevistados manifestaron que si se debe dar la revocatoria, no 
existiendo afectación ya que son reglas de conducta impuesta en una sentencia que han 
sido incumplidas por el sentenciado y es culpa del mismo padre al llegar a esa medida 
extrema. 
 
Pregunta N° 02: ¿Usted considera que si el condenado se encuentra recluido en un 
establecimiento penitenciario podrá cumplir con las pensiones devengadas en el delito 
de omisión a la asistencia familiar? ¿Por qué? 
 
Para el entrevistado Ramírez, Vega y Niquin, Canepa, Díaz, flores, Orrillo, Abad (2018) 
sostiene que:  
No podrá cancelar los pagos de las pensiones alimenticias al encontrarse recluido, puesto 
que el sistema carcelario en el Perú no existen las condiciones como para que los internos 
puedan agenciarse de suficientes recursos económicos para cancelar una deuda por pensión 
alimenticia, dado que no podrá desarrollar alguna actividad que le genere ingresos por ende 
esta medida no garantiza que un interno pueda cumplir con el pago de los alimentos 
poniendo en riesgo la capacidad económica del interno. 
 
 Por otro lado, para Tuesta (2018): En la mayoría de oportunidades en que se ha procedido 
a la revocatoria de la pena procediendo su internamiento, estos sentenciados han cumplido 
con cancelar la totalidad de las pensiones devengadas y la reparación civil, haciéndose 
prestamos, lo que indica que tiene las posibilidades económicas para hacerlo.  
 
Además, para la Dra. Roque (2018): argumenta que al cumplir su condena sin haber 
pagado no podrá rehabilitarse según modificación del Código Penal. 
 
En su interpretación de los diez entrevistados, siete consideran que, el condenado al 
encontrarse internado en un establecimiento penitenciario difícilmente podrá cumplir con 
su deber del pago de los alimentos al agraviado, considerando según estudios realizados en 




cárceles en nuestro país están en condiciones reprobables, existiendo una sobrepoblación 
de los cuales existe un alto índice de delitos siendo uno de ellos el delito de omisión a la 
asistencia familiar, ocupando el puesto 14 con respecto a los demás delitos. 
 
Esto nos hace llegar a la conclusión que el estado está desgastando sus recursos, al insertar 
presos por deudas alimentarias, sin darles a los internos la oportunidad de recobrar su 
libertad, con su cancelación total de la deuda; de eta forma reducir la sobrepoblación de 
reos en el penal.  
No hay comparación un condenado por el delito de omisión a la asistencia familiar a que 
uno por violación a la libertad sexual, asesinato, y delitos mucho más peligrosos aparte con 
el costo elevado para el Estado. 
 
 Pero uno de los entrevistados menciona según a su experiencia laborar ha podido ver que 
si han cumplido con cancelar las pensiones devengadas, pues realizan prestamos, esto 
quiere decir que si tiene las posibilidades económicas para asistir e incluso uno de los 
entrevistados menciona que no podrá rehabilitarse si no cumple con el pago. 
  
Pregunta N° 03: ¿Tiene conocimiento usted de alguna iniciativa legislativa que 
modifique el marco normativo que regula la aplicación de la libertad anticipada en el 
supuesto del pago de las pensiones devengadas? ¿Por qué? 
 
El entrevistado Canepa (2018) hace mención que tiene conocimiento en cuanto a la 
aplicación de la libertad anticipada, en la cual hay discusiones  en cuanto si bien es cierto 
se encuentra en la norma para ser explícito en el artículo 491, inciso 3 del código procesal 
penal, pero los supuestos no se aplican por existir contradicción con oros derechos 
constitucionales, además tiene conocimiento de la existencia de un proyecto de ley con 
respecto a la libertad anticipada presentada por una congresista Yeni Vilcatoma De la cruz. 
 
Según los entrevistados Ramírez, Díaz, Flores, Abad y vega (2018): No tienen 
conocimiento con respecto si existiera alguna iniciativa legislativa referente a la libertad 




tiene a la fecha un pronunciamiento que unifique los criterios al respecto, por lo que queda 
a discreción del juez su aplicación y el modo de realizarlo, siendo para Orrillo ( 2018) que 
sería conveniente alguna propuesta legislativa a efecto de que el condenado sea 
excarcelado, incorporarse a sus labores habituales. Sería adecuado ejercer prevención en el 
sentido de evitar la revocatoria de la pena, en la etapa de ejecución ejercer un mejor control 
para la efectividad del pago total de las pensiones devengadas y de esta forma se evitaría 
revocar la pena. 
 
El Juez podría asumir un rol protagónico requiriendo el pago por este concepto, de oficio 
cada fin de mes que se acerque el condenado a registrar su firma en el cuaderno de control, 
en ese momento se verificaría si está cancelando y se le haría el requerimiento. 
 
Para Niquin, Tuesta, Roque (2018) considera que no existe ninguna regulación de los casos 
en los que aplique la libertad anticipada, puesto que los operadores de justicia no se han 
puesto de acuerdo con respecto a su aplicación, no están establecidos los supuestos o 
requisitos para su aplicación, dado que no es posible la aplicación de la Libertad 
anticipada, es un mal uso, incluso lo han desnaturalizado. 
 
Por lo expuesto, se observa que cinco de los diez entrevistados, desconoces si existen 
alguna iniciativa legislativa, mientras que tres de los entrevistados consideran que no existe 
ninguna regulación dado que existe discrepancia en cuanto a su aplicación, puesto que la 
libertad anticipada tiene como significado cuando el sentenciado teniendo una pena 
efectiva consiente a su libertad antes del cumplimiento de la pena. En el artículo 491, 
inciso 3 del código procesal penal, establece la figura: “ (…) los incidentes relativos a la 
libertad anticipada, fuera  de los beneficios penitenciarios de semilibertad y libertad 
condicional y la medida de seguridad privativa de libertad, y aquellos en los cuales, por su 
importancia, el juez de la investigación preparatoria lo estime necesario, serán resueltos en 





Sin embargo, para uno de los entrevistados menciona que existe un proyecto de ley 
presentado por una congresista en cuanto a su aplicación de la libertad anticipada al haber 
pagado el total de las pensiones devengadas.  
 
Objetivo específico 1: Determinar la vulneración del derecho de libertad del 
sentenciado luego de revocar la condicionalidad de la pena privativa de libertad a 
pesar de haber cumplido el pago total de las pensiones devengadas de forma tardía en 
los delitos de asistencia familiar. 
 
Pregunta N° 04: ¿Ante una eventual revocatoria de la pena, porque no prevalece el 
interés superior del niño? 
 
Respecto a la prevalencia del interés superior del niño ante una revocatoria de la pena, 
Ramírez, Niquin, Vega, Orrillo y Abat (2018) sostienen: que el padre no podrá socorrer 
económicamente al hijo encontrándose dentro del penal, entonces de manera directa 
afectara en los derechos fundamentales del niño; la revocatoria de la pena para un 
condenado que es padre de familia afectara definitivamente a los hijos que dependen de él, 
el menor requiere de protección total, pues no solo económico sino también emocional y 
afectivo. 
 
Sin embargo Díaz, flores, Tuesta y Roque, en cuanto a que si prevalece el interés superior 
del niño sobre otro interés en disputa u otro derecho en conflicto, pues la revocatoria es la 
consecuencia de la reiterada falta de interés del condenado por no cumplir con lo ordenado 
en la sentencia judicial recaída en su contra, dado que lo que busca el órgano jurisdiccional 
es que se cumpla con las reglas de conducta impuestas en la sentencias, por lo que el 
condenado al no haberlos cumplido, pese a haber sido especificado, se ejecutara lo resuelto 
aplicándose lo dispuesto en el artículo 59 del Código Penal. 
 
Pero para Canepa (2018): El ordenamiento jurídico busca resarcir el bien jurídico afectado 
empleando mecanismos de persuasión, es por ello que el interés superior del niño queda al 




prefiere ver al padre recluido en un establecimiento penitenciario priorizando el lado 
emocional a los intereses del menor. 
 
Análisis e interpretación: de acuerdo a cuatro entrevistados de las diez entrevistas 
mencionan que una revocatoria de la pena si afecta al interés superior del niño puesto que 
al estar interno en un penal difícilmente podrá el menor tener el derecho básicos, además la 
protección debe ser total no solo en lo económico sino también emocional y afectivo; la 
convención sobre los derechos del niño, en su art.27 dice : que “ los Estados partes 
tomarían todas las medidas adecuadas para efectivizar el pago de los alimentos por parte 
del obligado u otras personas  obligadas teniendo la responsabilidad financiera para el 
niño…”, de tal modo que la Convención de los Derechos Humanos desarrolla un adecuado 
nivel de vida para el menor, en su desarrollo y es, responsabilidad tanto del padre como de 
la madre proporcionárselos, asimismo el deber del estado parte, adecuar las medidas 
apropiadas para que la responsabilidad pueda ser asumida, si es necesario mediante el pago 
de la pensión alimenticia.  
Mientras que cuatro de los entrevistados indican que la revocatoria es la consecuencia de 
su incumplimiento pues es justamente apoyar a cumplir el interés superior del niño, siendo 
para un entrevistado expresa que existe madres que en vez de buscar los derechos del 
menor se van a la cólera que sienten por el sentenciado que prefieren verlo en prisión.  
 
Pregunta N° 05: ¿Para que se cumpla el pago de las pensiones devengadas, el estado 
debe crear políticas de estado a fin de efectivizar el pago? ¿Por qué? 
 
Ramírez, Canepa, Flores, Niquin, Vega, Orrillo y Abad (2018): en la actualidad las normas 
son letras muertas pese a la inoperatividad de las normas, siendo necesario la 
implementación de mecanismos que permitan cumplir el pago de las pensiones 
devengadas, siendo un problema político social, que el estado a través de los legisladores 
buscar alternativas menos lesivas para no perjudicar a los menores que dependen 
totalmente de sus progenitores. Incluso podría ser una alternativa de solución como 
promover alguna forma de trabajo dentro del penal para que se pueda desempeñar el 




llenar las cárceles que exceden el máximo de reclusos, también porque los hijos 
(agraviados) puedan estudiar y acabar una carrera. 
 
En diferente aspecto el entrevistado Díaz (2018) señala que: el Estado ha establecido 
mecanismos legales con el fin de hacer efectivo el pago de pensiones devengadas, tenemos 
el proceso de alimentos como marco normativo para regular el pago de las pensiones 
alimenticia, ante el incumplimiento reiterado y habiendo liquidado los intereses y 
establecido la pensión devengada tenemos el proceso inmediato de omisión a la asistencia 
familiar y ante el incumplimiento de una condena, la pena condicional podrá hacerse 
efectiva, de la misma manera opina Tuesta y Roque (2018): que es responsabilidad de 
sentenciado con el pago y que el estado ha emprendido muchas políticas, pero no hay 
forma que se cumpla con el pago oportuno de las pensiones. 
 
Análisis e interpretación: de los diez entrevistados, seis menciona que si debería haber 
políticas de estado a fin que las pensiones devengadas sean pagados y ejecutadas conforme 
a las resoluciones (sentencia), pues los entrevistados mencionan que el estado debería 
promover el trabajo remunerado dentro de las cárceles, pues en la sentencia del expediente 
Nro. 2132.2008-AA/TC, emitida con fecha nueve de mayo del dos mil once, el tribunal 
constitucional, alega que el interés superior del niño y del adolescente es una obligación 
para el Estado, es ende la atención debe ser primordial, teniendo precedencia en su 
actuación estatal con respecto a las decisiones judiciales en las que no se encontraron 
comprometidas los derechos fundamentales, siendo considerado el interés superior del niño 
como un valor especial y superior , por ende  tiene fuerza normativa no solo en la 
producción de normas sino en su interpretación, en consecuencia es un principio ineludible 
materializado para el Estado, la sociedad en su conjunto y la misma familia, siendo 
incluidos la madre, padre o la persona que sea responsable de velar  sus derechos del 
menor. Tres de los entrevistados dicen que los entrevistados aluden que es responsabilidad 





Pregunta N° 06: ¿Usted considera que la mejor solución para efectivizar el pago de 
las pensiones devengadas será recluirlo en un establecimiento penitenciario? Si/no 
¿Por qué? 
 
Ramírez, Canepa, Tuesta Díaz, Vega, Orrillo y Abad (2018): No, que al estar recluido en 
un establecimiento penitenciario se imposibilita que pueda cumplir con cancelar las 
pensiones. La prisión no es la mejor solución en este tipo de procesos donde lo que se 
busca es el dar al menor las pensiones para su sustento; lo que se logra con la revocatoria 
es solo limitar la libertad de la persona pero no se logra el objetivo del pago; siendo una 
medida extrema para que se efectivice, pues pueden darse medidas alternativas, como el 
embargo, ya sea de sus bienes  o sus cuentas bancarias si tuviese, en consecuencia no es 
una garantía de cumplimiento por el contrario es una limitación al trabajo. 
 
Por su parte, Flores, Niquin, Roque (2018): si, en la praxis se ha visto que los condenados 
al ver amenazada su libertad de tránsito, ven la forma de poder efectuar el pago total de la 
deuda por lo que considero que es una medida que si cumple dicha finalidad, por ende si es 
necesario su reclusión.  
 
Sobre la reclusión del establecimiento penitenciario ante el incumplimiento de los 
devengados, de los diez entrevistados, seis de ellos han concordado que, recluir al 
condenado en un establecimiento penitenciario por el delito de omisión a la asistencia 
familiar no es la mejor solución, pues lo que se ve afectado es su libertad de tránsito más 
que el cumplimiento del pago de las pensiones devengadas, siendo una medida extrema y 
debería darse otras medidas como el embargo a sus bienes o cuentas bancarias.  
La congresista Yeni Vilcatoma haciendo un estudio sobre la modificatoria del artículo 491, 
inciso 3 sobre la libertad anticipada, hace mención la problemática de las situaciones 
carcelarias en el Perú, haciendo mención que existe tres problemáticas principales como 
una excesiva sobrepoblación, una deficiente infraestructura y la falta de recursos 
económicos, que inciden en las acciones de tratamiento que tiene por objeto la 
resocialización del interno, pues eso es el fin de la pena, así lo menciona como rango de 




139°, párrafo 22 y reconocido en la legislación del ordenamiento jurídico penal como en  
nuestro Código Penal, articulo IX del Título Preliminar y Código de Ejecución Penal, 
articulo II del Título Preliminar, dado que la aplicación de la pena privativa de la libertad 
en nuestro país debe ser evaluada  ya sea corta, mediana o larga duración , siendo analizada 
desde el punto de vista de la necesidad más aún si consideramos que son la pena, más aun 
si estamos hablando del derecho a la libertad y el interés superior del niño, sabiendo que 
las condiciones carcelarias en nuestro país son paupérrimas, poniendo en peligro al interno, 
ya que se financiaría en la vocación delictiva, más aun si tienen la condición de primarios.  
Mientras que tres de los entrevistados mencionan que la reclusión si es una buena medida 
de cumplimiento a los alimentos. 
 
Pregunta N° 07: ¿Cuáles son los argumentos jurídicos para no otorgar la libertad al 
condenado por el delito de omisión a la asistencia familiar, luego de pagar las 
pensiones devengadas? 
 
Ramírez, Díaz, Orrillo, Vega, Canepa y Abad (2018): alegan el siguiente, luego que se 
revoca la suspensión de la pena, ya no procede revocar la resolución que dicto la misma, 
pues no existe en nuestro ordenamiento jurídico “la revocatoria de la revocatoria”. 
Además, es un delito de peligro, esto quiere decir que solo se sanciona por su 
incumplimiento, no se exige el pago de las pensiones devengadas para determinar su 
absolución, más aun, la conducta desarrollada es dolosa, ya que el condenado tiene 
conocimiento del proceso de alimentos, es consciente de su incumplimiento de ahí 
podemos establecer el perjuicio del daño.  
 
De la misma manera para la entrevistada Roque (2018): al tratarse de los alimentos, se 
espera llegar a un proceso penal para cancelar las pensiones, es decir si no hubiese sido por 
esta denuncia nunca hubiese cancelado. Mientras que para Flores (2018): Los argumentos 
jurídicos para denegar la libertad anticipada del condenado, se encuentra expuestos de 
forma detallada en la casación N° 251- 2012- La Libertad. Sin embargo, Tuesta (2018) 
argumenta que de conformidad al Acuerdo Plenario N° 3-2012/ CJ- 116, que en el 




régimen de suspensión de la pena, el cumplimiento ejecutivo y continuo de la pena 
privativa de la libertad no tiene ninguna posibilidad normativa de ser modificada o 
reducida. 
 
Por su parte Niquin (2018) menciona que a la fecha no existen argumentos jurídicos para 
otorgar la libertad anticipada, puesto que dicha figura procesal no tiene los presupuestos 
necesarios para su aplicación. 
 
El análisis a esta interrogante frente a este cuestionamiento realizado a los diez 
entrevistados, de los cuales ocho entrevistados hacen mención que existe argumentos 
jurídicos para que no se otorgue la libertad del condenado pese al pago completo de las 
pensiones devengadas, haciendo mención que existe una sentencia consentida, firma y al 
incumplir con la sentencia debe ser castigada conforme lo indica en el artículo 60 del 
código  penal, la revocatoria de la suspensión de la ejecución de la pena, que da lugar a una 
sanción privativa de libertad efectiva, n puede convertirse en otra pena no privativa de 
libertad, tal supuesto no está previsto en el Código Penal, pues no existe la revocatoria de 
la revocatoria, además lo que se castiga en el delito de omisión a la asistencia familiar no 
es solo el pago sino el delito cometido; mientras que una entrevistada menciona  que a la 
fecha no existe una argumentación jurídica sobre una libertad anticipada dado que el 
estado no tiene el suficiente presupuesto, hay que ser explícitos en cuanto a la libertad 
Anticipada puesto que los supuestos de procedencia del otorgamiento de este beneficio, 
como es de conocer no se encuentra establecidos específicamente en el código procesal 
penal, es por ello que los magistrados deberían aplicarlo sujetos bajo el principio de no 
dejar de aplicar una norma ante un vacío o deficiencia en la ley. 
 
Objetivo específico 2: Determinar de qué manera se vulnera el interés superior del 
niño ante una eventual revocatoria de la condicionalidad de la pena privativa de 
libertad en delitos de omisión a la asistencia familiar. 
 
Pregunta N° 08: ¿El fin de la pena es castigar al deudor alimentario, a pesar que 





Para el entrevistado Ramírez, Canepa, vega, Orrillo, Tuesta y Abad (2018) dicen que No, 
el fin esencial de la pena es cumplir con la función preventiva, resocializadora, 
reeducadora, expresado en su artículo IX del título preliminar del C.P., es decir, imponer 
medidas para que en el futuro no reincida en nuevos delitos dolosos. Si bien es cierto se 
aplica una sanción, pero esta debe cumplir con el objetivo y debe regir el principio de 
proporcionalidad y racionalidad de la pena, sin embargo en su experiencia laboral el 
criterio que toman la mayoría de jueces es que a pesar de haber cumplido con el pago de 
las pensiones devengadas igual debe cumplir con la pena impuesta. 
 
Sin embargo, Díaz, Flores, Niquin y Roque (2018): La pena es el reproche que se le hace a 
una persona por el delito cometido en este caso los alimentos, ya que es sancionado por el 
incumplimiento de la ejecución de la sentencia, pues la cancelación de las pensiones 
devengadas no lo exonera del delito, ni es causa de justificación para no ser condenado, 
pues si tenemos en cuenta que al sentenciado se le sanciona por su incumplimiento de la 
sentencia recaída en su contra. 
 
El análisis a esta interrogante, es de los diez entrevistados, cinco de ellos señalan que la 
interpretación sistemática señalada en nuestra carta magna Título Preliminar del código 
penal y código de ejecución penal, se ha previsto que el fin de la pena tiene por objeto la 
reeducación, la rehabilitación y la reincorporación del penado a la sociedad, sin embargo 
cuatro de ellos menciona al respecto del fin de la pena que no es necesariamente castigar al 
sentenciado sino al contrario hacer efectivo el cumplimiento de la sentencia pero ante su 
omisión se le debe castigar por el incumplimiento de los alimentos.  
 
Pregunta N° 09: ¿Existe la necesidad de regulación en los casos del cumplimiento 
tardío de la deuda por alimentos o esta se encuentra resuelta mediante la figura 
jurídica de la libertad anticipada establecida en el Código Procesal Penal? 
 
Ramírez, Canepa, Vega, Flores, Niquin, Orrillo y Abad (2018): Debe regularse el supuesto 




devengadas, entonces debe quedar sin efecto dicha revocatoria, al haberse alcanzado el 
objetivo de la sanción civil, que viene hacer el pago de lo adeudado, pues entre los jueces 
no existe uniformidad al momento de los procedimientos, ni lineamientos a seguir, 
considerándose que existe la necesidad de regular dicha figura, pues no solo se afecta la 
libertad del obligado, sino también el interés superior del niño. 
 
Por otro lado para Tuesta, Díaz, Roque (2018) expresa que: debería emitirse una norma 
más específica en este tipo de ocasiones, puesto que la figura de la libertad anticipada no se 
encuentra bien establecida, o mejor dicho, existen diferentes tipos de interpretación, en ese 
sentido, se debería plantear una norma que regule el tema del “cumplimiento tardío de la 
deuda por alimentos”, reiterando que en algún momento se hizo mal uso de su aplicación. 
 
Análisis e interpretación: Al presente interrogantes seis de los entrevistados si están de 
acuerdo que debería regularse la figura procesal de libertad anticipada, pues mencionan 
que debería plantear una norma que regule el tema del cumplimiento tardío de la deuda 
alimentaria pues la revocatoria no se daría para todos los condenados en general, pues se 
debería evaluar a cada caso en concreto; pues al generalizar para todos los casos generaría 
una sobrepoblación de nuestros establecimientos penitenciarios, haciendo impagable dicho 
monto puesto que el condenado al ingresar al penal no tendría como generar ingresos para 
solventar el pago de las pensiones devengadas generando nuestros devengados a futuro 
acarreando en otro proceso más. Se debería dar una propuesta legislativa en caso d que si 
el sentenciado pago las pensiones devengadas y la reparación civil fuera del tiempo 
establecido, quiere decir en el momento que se ofició a la policía judicial para su 
detención. 
Sin embargo, tres entrevistados mencionan que si bien es cierto debe existir una regulación 
en cuanto al pago tardío de los devengados, pero no con la figura de la libertad anticipada 
puesto que es una figura que no se debería aplicar para estos casos, haciéndole un mal uso 





Pregunta N° 10: ¿conoce usted, de algún caso relevante que haya generado 
precedente vinculante, debidamente motivada para que no se efectivice la revocatoria 
de la pena? 
 
Para Ramírez, Canepa, Díaz, Flores, Niquin, Roque, Vega y Abad (2018): desconocen que 
exista un precedente vinculante para no hacer efectivo la revocatoria de la pena 
suspendida. 
 
Mientras que para Tuesta (2018): Respecto al tema de dejar sin efecto una revocatoria de 
suspensión de la pena, existe el acuerdo plenario N° 3- 2012/ CJ- 116, donde se estableció 
que la revocatoria de la pena no tiene ninguna posibilidad normativa de ser modificada. 
 
Análisis e interpretación: Ante esta interrogante, respecto a si existe un caso relevante que 
haya generado precedente vinculante en cuando a la no efectivizar la revocatoria de la 
pena, pues nueve de los entrevistados han llegado a la conclusión que no tienen 
conocimiento al respecto, pues existen sentencias en primera instancia que han dejado sin 
efecto la revocatoria, sin embargo al ir vía casación se revocado la pena, pues para mi debe 
primar la discrecionalidad del juez, pues el juez de acuerdo a su criterio y según la 
experiencia podrá dar mayor luz a una mejor solución para caso en concreto y un 
entrevistado considera que en el acuerdo plenario N° 3- 2012/ CJ-116. Se habla sobre el 
incumplimiento de las reglas de conducta. 
 
Resultados de la Técnica: Análisis documental 
 
La técnica del análisis documental se ha desarrollado usando instrumentos la Guía 
Integrada de Análisis Documental, en la cual se han planteado en los objetivos generales y 
específicas; así mismo esta guía sirvió para facilitar la asociación y similitud con la 
información obtenida. 
En la última década, la jurisprudencia nacional no ha sido ajena al tratar de solucionar esta 
problemática, sin embargo, no se ha podido lograr llenar los vacíos jurídicos de la norma al 




Casatorias, Acuerdos Plenarios, los mismos que se presentaron a continuación de manera 
que se encuentran relacionadas con los objetivos planteados. 
 
Objetivo General: Determinar las implicancias que afectaría la revocatoria de la 
condicionalidad de la pena privativa de libertad en los delitos de omisión a la 
asistencia familiar. Lima Norte 2017. 
 
Sentencia recaída en el expediente 8501-2013-45-0-0909-JR-PE-01- Primer Juzgado 
Penal de Puente Piedra. 
 
En el presente documento materia de análisis para justificar el objetivo general, fue la 
sentencia  recaída en el expediente 8501- 2013-45, revocatoria de la condicionalidad de la 
pena en delito de omisión a la asistencia familiar, impuesto por la parte agraviado al señor 
Gómez Rojas  Manuel Alejandro, con respecto a uno de los considerandos de la referida 
sentencia se fundamenta en los criterios para que se no sea afecto a la revocatoria pese de 
haber cancelado de manera tardía el pago total de los devengados. 
 
Se le impuso al sentenciado una pena privativa de la libertad suspendida sujeto a reglas de 
conducta que incluían el pago de las pensiones devengada por s/1627.55 soles. En su fase 
de ejecución, debido al incumplimiento de dicha regla de conducta, estaba sujeto a 
imponérsele las medidas contempladas en el art. 59 del código penal, se le amonesto y 
finalmente se le revoco la suspensión de la pena de la ejecución de la pena, ordenándose la 
ubicación y captura del sentenciado y fecho sea internado en una cárcel pública. 
 
Posteriormente a ello el sentenciado presenta un escrito acompañado con el depósito 
judicial por el total del importe, en base a lo cual se dejó sin efecto la revocatoria de la 
suspensión de la pena. 
 
La resolución que deja sin efecto la revocatoria de la suspensión del pena, sustento en que 
es evidente que el sentenciado ha cumplido en su totalidad con el pago de las pensiones 




era el no pago de las pensiones devengadas, pero si el sentenciado cumplió con cancelar 
dicha deuda, entonces como consecuencia necesaria debe operar la cancelación de la orden 
de captura emanada contra Manuel Gómez Rojas, a fin de que pueda cumplir con las reglas 
de conducta fijadas en la sentencia, siendo atentatorio a la dignidad del ser humano, 
persistir en una orden de captura a fin de internarlo en una cárcel donde deba cumplir una 
pena privativa de la libertad, si es que ya cumplió con el pago de las pensiones devengadas, 
por esos fundamentos se resolvió dejar sin efecto la revocatoria, disponiendo el 
levantamiento de las ordenes de captura.  
 
Sin embargo, la parte agraviada apela a la resolución de revocatoria, dado que la resolución 
que revoco la condicionalidad de la pena es materia de apelación es importante señalar que 
la sala penal permanente de la Corte Suprema de Justicia de la Republica ha fijado doctrina 
jurisprudencial vinculante en la Casación N° 131- 2014- Arequipa respecto a que la 
revocación de la ejecución suspendida de la pena privativa de libertad, es a su vez, 
irrevocable una vez que adquiera firmeza. En tal sentido, este Colegiado considera que no 
fue correcta la decisión de primera instancia y corresponde la nulidad de la resolución 
recurrida, tomando la decisión de fundado el recurso de apelación y nula la resolución que 
dejo sin efecto la revocatoria. 
 
Análisis: en primer lugar es menester explicar lo que sucede en el presente expediente, 
pues si bien es cierto se le impuso al condenado reglas de conducta en la cual debía 
cumplir sino lo hiciera se aplicaría el artículo 59° como la amonestación, prorroga y 
revocatoria en la cual se efectivizó por el incumplimiento de los alimentos, pero cuando se 
le hizo efectivo el orden de captura, el sentenciado paga la totalidad de la deuda entonces 
se le debería dejar sin efecto la revocatoria en mi opinión para que siga pagando las 
pensiones futuras, pues la razón de esta medida es el incumplimiento, de que serviría 
mandarlo a una cárcel, pues lo que se quiere es justamente que este siga pagando y darle 
una mejor calidad de vida al agraviado, además que el sentenciado se le atentaría su 
dignidad de ser humano esto vinculado  con la libertad pues no es un delincuente de alta 
peligrosidad sino es un obligado primario. Sin embargo, la sala no realiza una debida 




debida argumentación a fin de no vulnerar ningún derecho de las partes, pues en lo largo 
de estos años se aplicado la revocatoria de la pena, pero no es claro que sea una mejor 
solución ante esta medida. 
 
Objetivo específico 1: Determinar la vulneración del derecho de libertad del 
sentenciado luego de revocar la condicionalidad de la pena privativa de libertad a 
pesar de haber cumplido el pago total de las pensiones devengadas de forma tardía en 
los delitos de asistencia familiar. 
 
Casatoria N° 131 – 2014 – Arequipa 
 
El  26 de marzo del 2012, siendo el Tercer Juzgado Unipersonal de Arequipa dicto 
sentencia condenatoria al procesado Dany Javier Supo Amanqui, señalándolo autor del 
delito contra la omisión a la asistencia familiar, la cual se le impuso 1 año y 10 meses de 
pena suspendida por el mismo tiempo que se le impuso en la sentencia, la cual señala en la 
parte resolutiva reglas de conducta la cual debe cumplir según el artículo 59 del código 
penal, en caso de gravedad cual es la revocatoria, en audiencia se declaró fundado el 
requerimiento de ineficacia del acto jurídico solicitado por la defensa del procesado, sin 
embargo, el Ministerio Publico apelo tal decisión. 
 
Posteriormente la sala penal superior de apelación de la Corte Superior de Justicia de 
Arequipa, resolvió confirmando la misma, declarando firme dicho requerimiento de 
ineficacia del acto jurídico, argumentando que no debería existir la revocatoria de la pena 
en tanto que no se había hecho efectiva en tanto no se había logrado capturar al 
sentenciado, puesto que no se efectivizó, su eficacia no se había concretizado. 
Sin embargo, la fiscalía interpuso recurso de casación, argumentando resolución viola la 
constitución política en tanto que no se puede dejar sin efecto resoluciones que han pasado 
de cosa juzgada en referencia al artículo 139, inciso 2. 
Se acepta el recurso de casación en el siguiente fundamento por el tribunal supremo: el 
delito de omisión a la asistencia familiar es una excepción a la prisión por deudas pues en 




No hay prisión por deudas, pero no limita el mandato judicial por incumplimiento al deber 
alimentarios, también que en la etapa de la ejecución penal, cuando existe un fallo 
condenatorio firme en la cual se sabe de la existencia sobre el delito, encontrándonos en un 
proceso penal, pues su eficacia del fallo se acarrea en el internamiento del sentenciado en 
un centro penitenciario. 
Sin embargo en el supuesto  19° menciona en el ordenamiento jurídico la revocatoria de la 
suspensión de la pena por incumplimiento de las reglas de conducta de insole pecuniario 
tiene su excepción  siendo que cuando el sentenciado acredite que no puede pagar o que lo 
está haciendo de modo fraccionado, con lo que se salva la exigencia al pago y revocarse la 
pena; por estos fundamentos declararon fundado el recurso de casación, nula la resolución 
de requerimiento de ineficiencia de acto jurídico postulado por la defensa del sentenciado. 
Análisis: el sentenciado Dany Javier Supo Amanqui fue condenado por el autor del 
delito de omisión a la asistencia familiar, en la cual tenía que cumplir ciertas reglas de 
conducta siendo una de ellas el pago de los devengados y la reparación civil, bajo el 
apercibimiento de revocársele la pena, dado ello el sentenciado no cumplió siendo 
revocado; pero ocurre que no fue capturado y paga la totalidad de la deuda, por lo que se 
pidió se declare ineficaz el acto jurídico que revoco la suspensión, siendo declarada 
fundada , de igualmente confirmada por la sal de apelaciones, sin embargo esto fue para 
que se presente el recurso de casación, en los fundamentos expuestos, pues en mi opinión 
al ser un tema controversial, fuera de lo establecido en la norma, es por ello que se debe 
analizar  desde los principios y reglas generales del proceso penal, teniéndose en cuenta 
art. VII del Título Preliminar del Código Procesal Penal, mencionando en su apartado 
nuestro tres. La interpretación extensa y la analogía quedaran indebidas mientras no se 
favorezca la libertad del imputado o el ejercicio de sus derechos y el apartado 4 expresa 
que en caso de duda insalvable sobre la ley aplicable debe favorecer al reo. 
Además la función de la pena según el artículo IX del Título Preliminar del Código Penal, 
que habla sobre la resocialización del sentenciado, lo cual concuerda con el artículo 139 de 
la constitución en su inciso 22, establece que el régimen penitenciario tiene por objeto la 
reeducación, rehabilitación y reincorporación del condenado a la sociedad, es por esta 




suspendidas pues lo que se busca es evitar los efectos criminológicos de la cárcel, más aun 
si son primarios. 
 
Sentencia - expediente 317-2016-2-1826-JR-PE-01- Corte Superior de Justicia de 
Lima - Tercera Sala Penal de Apelaciones 
 
En el presente documento materia de análisis para justificar el objetivo general, fue la 
sentencia  recaída en el expediente 317-2016-2-1826-JR-PE-01 revocatoria de la 
suspensión de la pena cambiandola en pena de carácter efectiva a la persona del 
sentenciado Marco Antonio Moreno Medina en la instrucción que se le siguió por el delito 
contra la Familia- Omisión a la Asistencia Familiar en agravio de M.M.A., con respecto a 
los considerandos de la referida sentencia se fundamenta en los criterios: 
 
 La sentencia de fecha cinco de octubre de 2016 se pronunció sentencia de terminación 
anticipada fijando la reparación civil que serían canceladas en dos cuotas de S/ 1250.00 
soles los días 06 y 28 de octubre de 2016 respectivamente mediante depósitos; así también 
se impuso las reglas de conducta siguientes: a) No debe de ausentarse del lugar de su 
domicilio sin previa autorización judicial. b) Concurrir cada mes al Juzgado C) No cometer 
nuevamente de un delito doloso. 
 
El Tribunal fundamenta que el sentenciado no acudido a firmar de dos puntos: Que no ha 
cumplido el sentenciado con firmar y tampoco ha pagado los devengados, por tal motivo se 
revocó la pena pasándola a efectiva. Además, se menciona que el juzgador no ha 
ponderado adecuadamente que el sentenciad ha hecho el depósito, demostrando su 
voluntad de pago, a pesar de su situación económica que atraviesa ya que tiene carga 
familiar dos hijas, no siendo posible realizarlo en su plazo acordado. 
 
Objetivo específico 2: Determinar de qué manera se vulnera el interés superior del 
niño ante una eventual revocatoria de la condicionalidad de la pena privativa de 





Casación N° 251-2012- La Libertad- Corte Superior de Justicia- Sala Penal de 
Apelación 
 
En la vigente caso, se sentenció a Faustino Asencio Moya, con una pena de 3 años, con 
carácter suspendida por el delito de omisión a la asistencia familiar, con ciertas reglas de 
conducta, mencionando la cancelación total del pago de las pensiones devengadas, ante el 
incumplimiento del pago por el obligado se le revoca la pena suspendida a una pena 
efectiva, trasladándose a una cárcel, sin embargo el obligado solicita el pedido de Libertad 
Anticipada, mencionando ya haber cancelado el total de las de la deuda. 
El magistrado en materia penal ha denegado la solicitud sobre la libertad anticipada, 
declarándolo infundada, por lo que se presenta el recurso de apelación, resuelta por la 
Segunda Sala Penal de Apelaciones de la misma Corte, declarando por mayoría fundado el 
recuro de apelación. 
 
La fiscalía superior no se encuentra conforme con la disposición, por ende, se interpuso el 
recurso de casación por el supuesto excepcional de la doctrina jurisprudencia, de acuerdo 
al artículo 427 inciso 4 del Código Procesal Penal. 
La casación tiene como objetivo: determinar cuáles son los supuestos para que se conceda 
la libertad anticipada, para así limitar en ciertos delitos se debe conceder y que requisitos 
debe cumplir el beneficiado. 
 
Entonces se requiere que se uniformice criterios respecto a los diversos pronunciamientos 
judiciales que existen al respecto. 
Se habla sobre la libertad anticipada en su artículo 491 del CPP, regulando lo concerniente 
a los incidentes relativos a la Libertad Anticipada, diferente a los demás beneficios 
señalado en el Código Procesal Penal. 
 
Según la casación, invoca la libertad anticipada como institución cuya vertiente 
procedimental se realiza vía incidental, pues esta de distingue de los demás beneficios pues 
no existe una regulación específica en qué casos se debe aplicar, ciertos delitos, esto quiere 




ende al no encontrarse regulado en el código Penal, ni en el Código de Ejecución Penal. 
FUNDADO el Recurso de casación. 
 
Análisis: Los argumentos expuestos al otorgamiento de la libertad anticipada, si bien se 
pone en la coyuntura que no se encuentra regulada de manera específica en el Código 
Procesal Penal, por ende, los jueces deben realizar una mejor aplicación en virtud al 
principio en la que al existir un vacío o deficiencia en la ley, no debería dejar de aplicar la 
norma. 
 
La interpretación en la carta magna establecido en la ejecución penal haciendo mención la 
reeducación, la rehabilitación y la reincorporación del penado en la sociedad, estableciendo 
que en este caso la única regla de conducta que fue motivado a su revocatoria fue el 
incumplimiento del pago, la misma que fue cumplida, no evidenciándose la reincidencia de 
un nuevo delito. Se toma en consideración además que los penales en el Perú no tienen las 
mejores condiciones de agenciarse a fin de cumplir con los alimentos. 
 
El órgano jurisdiccional tiene el deber de no dejar de administrar justicia por vacíos y 
deficiencia de la norma. Si bien es cierto nuestra norma, no ha desarrollado los 
Presupuestos con relación a la libertad anticipada, ello no es impedimento para que se 
examine y pronuncie el juez a fin de emitir su pronunciamiento, ello en concordancia en el 
su artículo VIII del Título Preliminar del código Procesal Penal,  inciso 4, mencionando “ 
en caso de duda insalvable sobre la ley aplicable debe estarse a lo más favorable al reo” y 
concordante con el artículo 139 inciso 11 de la Constitución, “ la aplicación de la ley más 
favorable al procesado en caso de duda o conflicto entre leyes penales”. Se debe preferir la 
interpretación que sea mayor a la protección de los derechos humanos del reo. 
 
Expediente 2223-2013-0-0909-JR-PE-01- Corte Superior de Lima Norte 
 
La sentencia condenatoria contra Ronald Rojas Narvasta por el delito contra la familia- 
omisión a la asistencia familiar, en la modalidad de incumplimiento de la obligación 




dos años de pena privativa de libertad con carácter suspendida, por el término de dos años, 
bajo reglas de conducta como firmar el primer día hábil de cada mes, cumplir con cancelar 
el pago de las pensiones devengadas, ascendentes a la suma de s/ 4, 232.73 nuevos soles, 
reglas de conducta que se deberán cumplir caso contrario se revocara la suspensión de la 
pena en caso de incumplimiento conforme al artículo 59° del código penal. 
 
Según resolución de fecha 20 de agosto del 2014, se requiere el pago por la cantidad 
mencionada, haciéndolo mediante depósito judicial, bajo apercibimiento de revocarse la 
pena suspendida y ordenarse que el sentenciado cumpla los dos años de pena privativa de 
la libertad en una cárcel publica el país. 
Es por ello que mediante decreto de fecha catorce de noviembre del dos mil catorce, el 
sentenciado deposita s/.150 y s/.60 nuevos soles, como pago a cuenta de las pensiones 
devengadas. 
 
Por ende la resolución de fecha 3 /12/2014, se declaró fundada la revocatoria de la 
suspensión de la pena, efectivizándose cuando haya sido puesto a disposición del juzgado, 
pero con fecha posterior realiza el pago por el importe de s/ 230.00, 200.00 y 3,592.63 
nuevos soles. 
Mediante resolución de fecha 9/04/2015, se deja sin efecto la revocatoria de la suspensión 
de la pena formulada por el sentenciado disponiendo el levantamiento de las ordenes de 
ubicación y captura, exhortándole a que un futuro cumpla con las pensiones alimenticias. 
La parte agraviada apela en la cual fundamenta su decisión la segunda sala penal de reos 
libres de Lima Norte CONFIRMANDO la resolución que declaro improcedente el pedido 
de revocatoria de la condicionalidad de la pena, requiriendo al sentenciado que page el 
saldo deudor de la reparación civil, bajo apercibiendo de revocarse la pena. 
 
Análisis: si bien es cierto el sentenciado efectuó el pago de las pensiones devengadas, esto 
fue a través de una préstamo bancario para no poder ser encarcelado, sin embargo 
quedaron pendiente la reparación civil, en la que solicito al órgano jurisdiccional para 
realizar el pago en un plazo de un año, la cual fue denegado haciéndolo por el plazo de dos 




pena y remitir las ordenes de captura a la policía judicial. En mi opinión este proceso debe 
ponderar el derecho constitucional de los menores afectados, para asegurar y respetar su 
integridad moral, psíquica y física y su libre desarrollo, bienestar a vivir protegido dentro 
del seno familiar, expresado en el artículo 4° y 8° del Código de los Niños y Adolescentes, 
pues el menor no solo requiere dinero sino la protección del padre. 
 
Casación N° 189- 2011- Huaura / Sala Penal Permanente 
 
El juzgado penal unipersonal de barranca, dispuso reserva del fallo condenatorio por el 
término de dos años al señor Oswaldo Gonzales Mejía por el delito contra la familia- 
omisión a la asistencia familiar, en agravio de su hijo, a fin de cumplir determinadas reglas 
de conducta de los cuales una de ellas es el cumplimiento del pago de las pensiones 
devengadas y la reparación civil, fijándose 24 meses consecutivos para pagar, ante el 
incumplimiento se le revoco la pena, pero el condenado solicita libertad anticipada 
alegando haber cumplido con el pago de las pensiones y reparación civil, en la cual el juez 
declaro no ha lugar a dicha solicitud. 
 
Al presentar su apelación revocó la medida de primera instancia, reformándola declararon 
fundado dicho pedido, ordenando su excarcelación; es por ello que la fiscalía superior de 
Huaura interpuso el recurso de casación, por tal motivo el colegiado superior resolvió 
conceder el recurso de casación. 
 
En su fundamento 8 menciona que:  “la libertad anticipada  existe una limitación en cuanto 
este articulo debido a la ausencia de regulación normativa de carácter material en la que 
pueda desarrollar su procedimiento, requisitos, alcance y efectos de esta institución, al 
principio de reserva de ley, pues se requiere un desarrollo en su  regulación legal” Además 
si bien es cierto se necesita regular este enfoque de la terminación anticipada considera que 
debe ser realizado por el Poder Legislativo, en tanto no existe regulación específica y 
motivada con fundamentos constitucionales a fin de no chocar con otros derechos 
constitucionales; por tal fundamento se declaró fundado la casación, declarando no ha 





































En este trabajo de investigación, se vinculan de manera sistemática los resultados de la 
investigación, los cuales han sido obtenidos conforme a las entrevistas realizadas a los 
especialistas y el análisis documental de los expedientes, casaciones, sentencias; de la 
misma manera se contrastan con las diferentes teorías propuestas en el marco teórico con el 
objetivo de solucionar la problemática de la investigación, evaluando la confirmación o 
negación de las hipótesis planteadas a nivel preliminar. 
 
Fernández H. (2006), se debe concentrar en analizar las aplicaciones de la investigaciones, 
concentrándose al analizar las implicancias de la investigación estableciéndose como 
respuesta, el procedimiento de cómo se las interrogantes de la investigación, en la 
discusión, vale la pena resumir o presentar el análisis de si se cumplieron o no los objetivos 
planteados, de igual manera las implicaciones y algunas sugerencias pueden incluir este 
apartado. (p. 3). 
 
De la identificación del problema, al realizar la revisión de los antecedentes, análisis 
doctrinario y teorías relacionadas al tema de investigación y con la aplicación de una 
metodología con enfoque cualitativa se ha determinado cuales son la implicación, 
basándose en las entrevistas y análisis documental. 
 
En la presente investigación relacionada a la revocatoria de la pena tiene como objetivo 
general “Determinar las implicancias de la revocatoria que afectos la revocatoria de la 
condicionalidad de la pena privativa de libertad en los delitos de omisión a la asistencia 
familiar. Lima norte 2017” para lo cual se ha determinado el trabajo en campo mediante 
entrevistas y análisis de documentos, a través de los cuales se ha obtenido los siguientes 
resultados: 
 
a) Las entrevistas realizadas a los especialistas en derecho, determinaron que las 
implicancias en los delitos de alimentos, pues considero que si existe una 
simulación al interés del niño y la libertad del sentenciado, pues al encontrase el 




alimentarias, afectando su libertad, además el menor quedaría desamparado 
emocionalmente ya que el aspecto material no es lo único para el menor. 
 
En ese orden de acuerdos al grupo de los entrevistados  la mayoría determino 
que revocar una resolución si afecta al menor, ya que el menor no tendrá 
contacto con su padre, pues al estar interno no podrá tener la protección de su 
progenitor, el amor, apego y en cuanto al alimentista también seria afectado 
pues al perder la libertad no podrá desempeñarse en lo laboral,  no podrá 
percibir ingresos, como se sabe el sistema carcelario no garantiza que un interno 
perciba ingresos con el fin de pagar al alimentista, considerando que la 
revocatoria es una medida extremista. Cabe recalcar que el derecho a la libertad 
se encuentra explícito en la constitución política del Perú en su artículo 2 inciso 
24, que habla sobre el derecho a la libertad y la seguridad personal, de la misma 
manera sobre el interés superior del niño lo protege la constitución política del 
Perú, la declaración universal de los derechos humanos y la convención 
interamericana de los derechos humanos, en la que menciona sobre la 
protección del menor y a vivir dentro de la familia, esto quiere decir con la 
protección económica y amical que necesita para por desarrollarse 
emocionalmente en una sociedad. Sin embargo, los entrevistados no tienen 
conocimiento sobre de que exista alguna iniciativa legislativa en la cual se le 
pueda dar una libertad anticipada dado que el sentenciado pago las pensiones 
devengadas y la reparación civil sin ser afecto a una eventual revocatoria. 
 
b) El análisis documental realizado del expediente N° 8501- 2013-45, emitido por 
la Primer Juzgado Penal de Puente Piedra menciona que la resolución de 
primera instancia que deja sin efecto la revocatoria de la suspensión del pena, 
sustentando que es evidente que el sentenciado ha cumplido en su totalidad el 
abono que se fijó, si bien es cierto no de manera inmediata pero lo realizo; 
siendo que la razón de esta revocatoria era el no pago, pero si el sentenciado 
cumplió con cancelar dicha deuda, entonces como consecuencia necesaria debe 




Rojas, a fin de que pueda cumplir con las reglas de conducta fijadas en la 
sentencia, siendo atentatorio a “la dignidad del ser humano de esta persona”. 
 
Ahora bien una vez analizados los resultados  de los instrumentos que nos han servido de 
mucha utilidad para recopilar información de suma importancia para la investigación, es 
preciso hacer una comparación doctrinaria, comparada con el marco teórico con el fin de 
brindar un mejor esclarecimiento de nuestro objetivo general  por lo cual procederemos  a 
hacer referencia  de lo señalado pues para los autores Hurtado y prado,2011, menciona que 
la revocatoria de la condicionalidad de la pena es procedente cuando el condenado comete 
un nuevo delito doloso en el periodo de prueba, no interesa el tipo de infracción siendo 
suficiente el cometimiento de un nuevo delito además si las infracciones culposas y las 
faltas solo darían lugar a la revocatoria cuando constituyen una infracción, reiterada de las 
reglas de conducta fijada por el juez. 
 
Pues al hablar de las implicancias que afecta la revocatoria de la condicionalidad se estaría 
hablando del interés superior del niño y de la libertad del sentenciado, dado que en la 
Constitución política del Perú menciona en su artículo 4° bien la acción de la sociedad: “La 
comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, al adolescente, a la madre y al 
anciano en situación de abandono”, del mismo modo el código del niño y adolescente en su 
artículo IX del título preliminar donde menciona que “ toda medida concerniente al niño y 
adolescente que adopte el Estado a través de los poderes legislativos, ejecutivo y judicial, 
Ministerio Publico, Gobiernos Regionales, Locales y otras instituciones, así también en la 
declaración Universal de los derechos del niño en el principio 2° expresa que: “ el niño 
debe gozar de una protección especial y disponer de oportunidades y servicios, 
dispensando todo ello en la ley y otros medios para que pueda desarrollarse física, mental, 
moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, así como en condiciones de 
libertades y dignidad. 
Y sobre la libertad del sentenciado, es un derecho contemplado en la carta magna en su 
artículo dos, inciso veinticuatro: “Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad 
personal”, esto hace alusión que dentro del penal no tendrá las garantías suficientes ya que 




es de omisión, siendo un reo primario. De igual manera en la convención interamericana de 
derechos humanos menciona en su artículo 7, inciso 3: “nadie puede ser sometido a 
detención o encarcelamiento arbitrario” y lo decimos así ya que si se hizo efectivo el pago 
no sería factible que cumpla su pena en una cárcel pues no cumpliría el fin de la pena. 
 
Primer Objetivo Específico  
 
“Determinar de qué manera se vulnera el derecho de libertad del sentenciado luego 
de revocar la condicionalidad de la pena privativa de libertad a pesar de haber 
cumplido el pago total de las pensiones devengadas en el delito de omisión a la 
asistencia familiar. Lima Norte 2017”. 
 
a) Las entrevistas realizadas a los especialistas en derecho penal y procesal penal, 
determinaron en su gran mayoría que si existe vulneración al derecho a la libertad 
del sentenciado, luego de haber hecho efectivo el pago de las pensiones devengadas 
y la reparación civil ya que al estar recluido en un establecimiento penitenciario se 
imposibilitara a que el padre no pueda cumplir con cancelar las pensiones asistidas, 
pues como es de saber, la prisión no es la mejor solución en este tipo de procesos 
donde lo que se busca es el de brindar al menor un mejor bienestar, no solo el 
sustento económico como es los alimentos, vestimenta, salud, también es 
recreación eso conlleva a brindarle una seguridad personal, social y emocional en 
su desarrollo a futuro. Lo que se logra con la revocatoria es solo limitar la libertad 
de la persona, pero no se logra el objetivo del pago; siendo una medida extremista 
para que se efectivice, pues pueden darse medidas alternativas, como el embargo, 
ya sea de sus bienes o sus cuentas bancarias si tuviese, en consecuencia no es una 
garantía de cumplimiento por el contrario es una limitación al trabajo y bienestar 
del individuo. 
 
En este problema se prima el derecho constitucional del menor afectado, asegurar y 




protegido en el seno de una familia, mencionado además en los artículos 4° y 8° del 
código de niño y adolescente. 
 El juzgador en estos casos debe preferir el interés superior del niño, cuyo derechos 
se viene afectados indirectamente por la privación de la libertad de su progenitor, 
siendo impedido de atender con regularidad sus obligaciones alimenticias, pues por 
lógica se aumentaran si el sentenciado permanecerá internado por el tiempo 
mencionado en la sentencia, pues resulta equivocado la función preventiva, 
protectora y resocializadora de la pena, conforme se expresa en su artículo IX del 
título Preliminar del Código Penal. 
 
Finalmente podemos determinar que la revocatoria de la pena solo serviría para el 
estado a fin de justificar su política sancionadora, dentro de la línea del 
cumplimiento del pago hacia el alimentista, pero no se justificaría el fin 
constitucionalista y principista de la pena, pues son dos derechos fundamentales 
que se vulneran como es la libertad y el interés superior del niño. 
 
b) El análisis documental realizado a la Casación N° 131 – 2014 – Arequipa, Tercer 
Juzgado Unipersonal del distrito, se dictó sentencia el veintiséis de marzo del dos 
mil doce, penando al procesado Dany Javier Supo Amanqui, autor del delito contra 
la familia- OAF, bajo la pena de 1 año y 10 meses de pena suspendida, con reglas 
de conducta en la parte resolutiva. Al incumplirse se aplicará el artículo 59° del 
código penal, cualquiera de su inciso, pero al realizar su requerimiento siendo caso 
omiso se aplica el inciso tercero “la revocatoria de la suspensión de la pena”, en 
audiencia se declaró fundado el requerimiento de ineficacia del acto jurídico (no se 
hizo efectivo la detención), solicitado por el abogado defensor, sin embargo, la 
fiscalía apelo la suspensión. 
 
Concordante con la decisión del Juzgado, también de la sala penal superior de 
apelación, resolvió confirmando la resolución apelada, declarando fundado el 




la pena dado que no se efectivizo la orden judicial (captura), por ende su eficacia no se 
concretizo. 
 
Por otro lado, la Fiscalía interpuso recurso de casación, aduciendo que la decisión 
tomadas en las dos instancias violan la carta magna en su artículo 139, inciso 2°, en 
tanto “no se puede dejar sin efecto resoluciones que han pasado como cosa juzgada”. 
 
En el recurso de casación se fundamenta que el delito sobre los alimentos es una 
excepción a la prisión por deudas pues en la constitución política el Perú en su art. 2, 
inciso 24, literal c expresa:  
 
“No hay prisión por deudas, pero no limita el mandato judicial por incumplimiento al 
deber alimentarios”, también que en la etapa de la ejecución penal, cuando existe un 
fallo condenatorio firme en la cual se sabe de la existencia sobre el delito, 
encontrándonos en un proceso penal, pues la eficacia del veredicto se acarrea en la 
prisión del obligado a un penal. 
 
Pero esta casación tiene una excepción en el supuesto 19° en la que dice: siendo si el 
sentenciado acredite mediante pruebas que por múltiples motivos no puede cumplir con 
la obligación del pago, o lo hiciera de manera fraccionada, con lo que el tribunal indica 
que se salva la exigencia al pago; por estos fundamentos declararon fundado el recurso 
de casación, nula la resolución de requerimiento de ineficiencia de acto jurídico 
postulado por la defensa del sentenciado. 
 
Cabe analizar en dicho caso se concluye que la decisión en primera instancia y sala se 
rigen que si no se efectivizo el orden de captura, en ese momento se canceló el total de la 
deuda, entonces concuerda con la posición del fin de la pena, también que existe la 
necesidad de entender el sistema penal como un sistema retributivo, lo que guarda relación 
con los fines de la política criminal del sistema penal en su conjunto, entonces seria 





Ahora bien una vez analizados los resultados de los instrumentos que nos han servido de 
mucha utilidad para recopilar información de gran importancia en la presente 
investigación, es preciso hacer una comparación con lo dispuesto por Castellanos, G. quien 
menciona que: “ el derecho a la libertad es considerado uno de los derechos más preciados 
del ser humano en todos los tiempos, sin libertad el hombre deja de ser hombre para 
convertirse en un animal” (2010,pag.43); de igual manera para Fernandez C, sostiene que: 
“ el derecho a la libertad es el derecho de todo ser humano, pues tiene un plan de vida 
dentro de la sociedad, a fin de realizarse con plenitud  como hombre”. (2009; pag.36). En 
ese sentido confirmamos que la revocatoria si afecta el derecho de la libertad del 
sentenciado, dado que las cárceles no se encuentran en óptimas condiciones, más aún al ser 
un reo primario estaría en contacto con otros reos de máxima peligrosidad poniendo en 
peligro su vida de aquellos que no cumplieron con pagar oportunamente su deuda.  
 
El segundo objetivo específico: 
 
“determinar de qué manera se vulnera el interés superior del niño ante una eventual 
revocatoria de la condicionalidad de la pena privativa de libertad en delitos de 
omisión a la asistencia familiar, Lima Norte 2017”. 
 
a) La mayoría de los entrevistados determino que si se vulnera el interés superior del 
niño ante una eventual revocatoria de la pena pues para la entrevistada Orrilla 
(2018), sustenta que el fin de toda pena es resocializar y reeducar a efecto de que el 
condenado no reincida en la conducta, es por ello que se aplica una sanción, pero 
con un objetivo y debe regir los principios de racionalidad y proporcionalidad de la 
pena. Además, está de acuerdo a que, si debería existir una regulación en casos de 
cumplimiento tardío de la deuda por alimentos, ya que la figura de la libertad 
anticipada si bien es cierto se encuentra en la norma, pero existe contradicciones en 
cuanto a su aplicación, por ende, debe haber mecanismos que permitan la inmediata 
liberación y así evitar la vulneración del derecho a la libertad y sobre todo la 
protección al menor en cumplimiento del principio del Interés Superior del niño. En 




fin esencial de la pena es el preventivo, resocializadora, es decir imponer medidas 
para que en el futuro no vuelva a cometer nuevos delitos, por ese motivo es que 
debe regularse el supuesto de que después de revocarse la pena suspendida, se 
cancele la deuda por pensiones devengadas, entonces debe quedar sin efecto dicha 
revocatoria, al haberse alcanzado el objetivo de la sanción civil, cual es el pago de 
lo adeudado. 
 
Sin embargo, en el segundo grupo de entrevistados mencionan que la pena es el 
reproche que se le hace al padre por incumplir el pago de las pensiones devengadas, así 
lo haya cancelado fuera del tiempo no lo exonera ni es causa de justificación para no 
ser condenado.  
 
Para mí, no concuerdo con esta posición pues el fin de la pena es justamente la 
resocialización, prevención y reeducar al condenado, y en prisión no se cumple con el 
objetivo, pues el más perjudicado seria el menor ya que el padre al estar interno no podrá 
cumplir con el pago, entonces el menor quedaría en total desamparo no solo económico 
sino moral y social, entonces de que derechos al menor estamos hablando si eso es lo que 
debería primar y pensar antes de efectivizar la pena. 
 
b) El análisis documental realizado a la sentencia del expediente 2223- 2013 
menciona que en la sentencia se condenó a Ronald Rojas Narvasta por el delito de 
omisión a la asistencia familiar, articulo 149 CPP, imponiéndole dos años de pena 
con carácter suspendida, con determinadas reglas de conducta una de ellas es el 
pago de las pensiones devengas ascendiente a la cantidad de s/ 4,232.73 y la 
reparación civil por el monto de s/ 5,000 nuevos soles. En la cual efectivizo el total 
del pago de las pensiones devengadas, pero quedaba pendiente el pago de la 
reparación civil, la cual se le dio un plazo de 60 día para que efectivice el pago, la 
cual llego a cancelar la mitad ( s/ 2,500.00), lo que denota voluntad de pago , lo que 
denota que revocar la condicionalidad de la pena, significaría  una medida extrema  
que atentaría contra el futuro pago de lo que resta la reparación civil, además el 




apoyo económico que le brinda el sentenciado, teniendo carga familiar que la 
recurrente no ha cuestionado, todo lo cual lleva a sostener que una privación de la 
libertad por dos años, generara un grave perjuicio a tres niños que dependen del 
sustento que el penado pueda brindarles, más aún, si la deuda por reparación civil 
ha sido pagada un cincuenta por ciento y las pensiones alimenticias fueron 
canceladas. 
 
Ahora bien una vez analizado los resultados de los instrumentos que nos han servido de 
mucha utilidad para recopilar información para la investigación es preciso e importante 
hacer una comparación con lo dispuesto por Cillero (1999) dice: “… el bien del menor 
debe ser mayor o superior a otros derechos, ya que nuestra carta magna lo considera como 
un principio superior jurídicamente, pues tienen carácter garantista puesto que se encuentra 
el vulnerabilidad los derechos del niño. 
 Además, si hacemos una comparación con el derecho comparado podeos mencionar al 
país vecino Chile, frente al incumplimiento alimenticio se ejecuta sanciones como el 
arresto nocturno, además se podría retener por un determinado tiempo sus impuestos a la 
renta y también interrumpir temporalmente el tránsito, suspender la licencia de conducir 


















































Las conclusiones llegadas en el desarrollo de la investigación, se mostrarán a continuación, 
precisando que estas han sido consideradas teniendo en consideración que al revocar la 
pena privativa de la libertad, no llega a efectivizar el pago pese de haber pagado de forma 
tardía las pensiones devengas. Cabe precisar que las conclusiones son expuestas de 
acuerdo a cada uno de los objetivos propuestos en la presente tesis y que asimismo, 
brindan respuesta a las preguntas formuladas en la investigación. 
 
             Respecto al Objetivo General: 
 
a) Se concluye que se ha determinado las compatibilidades que afecta la revocatoria 
ya que si vulnera el interés superior del niño y la libertad del obligado, conforme  
se ha comprobado en las entrevistas (el niño goza de una protección especial e 
integrada por parte del progenitor) y análisis documental ( el obligado en libertad 
podrá brindarle un mejor bienestar económico y emocional al niño), sustentada en 
el artículo 59° del Código Penal y de acuerdo a lo detallado en el punto de las 
discusiones. 
Por otro lado, se ha comprobado el supuesto jurídico general, en cuanto al ser 
recluido en un penal, difícilmente podrá consumar con el pago de las pensiones 
devengadas afectando el interés superior del menor. 
 
Respecto al objetivo específico 1 
 
b) se ha determinado la vulneración del derecho de libertad del padre ya que la 
revocatoria, el sentenciado estando en prisión difícilmente tendrá la posibilidad de 
efectuar el pago, agravando más su situación jurídica por consiguiente se generaría 
una nueva deuda, dando inicio a otro proceso, siendo posible el ingreso nuevamente 
a prisión; basándose en las entrevistas ( la deuda por pensión de alimentos no se 




libertad no podrá desempeñarse en el campo laboral, pues al estar en el penal se 
reduce los ingreso y considerado que la revocatoria es una medida extremista). 
 
Respecto al objetivo específico 2 
 
c) Si se ha determinado la vulneración del interés superior del niño frente a la 
revocatoria de la pena, porque al hallase el padre alimentista encerrado en un penal 
el menor permanecería indefenso económico, moral, social, e incluso no solo al 
menor sino a otros hijos que dependen económicamente del padre, vulnerando 
también sus derechos; basado en las entrevistas (el interés superior del niño debe 
primar ante cualquier otro interés o controversia que se pueda suscitar) y el análisis 
documental (es un derecho constitucional a fin de brindarle al menor seguridad 



























































Antes de culminar la investigación, formulare las recomendaciones de acuerdo a mis 
objetivos, considerando los resultados obtenidos y las conclusiones a las que se alcanzó 
en el trabajo: 
 
Primero: se recomienda, si paga el total de la deuda por alimentos, no debe ir a prisión, 
sino se debe buscar otras medidas de coerción previas, dentro del proceso penal, que 
originen el cumplimiento efectivo de las pensiones alimenticias. 
 
Segundo: se recomienda que se establezca una modificatoria de la norma Procesal 
Penal, en su artículo 491, inc. 3 C.P.P, que habla sobre la “libertad anticipada”, a fin de 
regular y reglamentar sus presupuestos en casos frente a pagos tardíos de una deuda 
alimentaria. 
 
Tercero: se recomienda que los jueces tengan un rol protagónico, activa en los procesos 
de alimentos, esto quiere decir requerir de oficio el control y fiscalización pues el 
primer día hábil de cada mes, el condenado debe acercarse al juzgado con el propósito 
de registrar su firma en el cuaderno de control, a fin de verificar si está cumpliendo con 
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MATRIZ DE CONSISTENCIA 
 





 REVOCATORIA DE LA CONDICIONALIDAD DE LA 
PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD EN DELITOS DE 





¿Cuáles son las implicancias de la revocatoria de la 
condicionalidad de la pena privativa de libertad en los delitos de 





¿De qué manera se estaría vulnerando el derecho de libertad del 
sentenciado luego de habérsele revocado la condicionalidad de la 
pena privativa de libertad a pesar de haber cumplido el pago total 
de las pensiones devengadas de forma tardía en los delitos de 
asistencia familiar, Lima Norte?  
¿De qué manera se estaría vulnerando el interés superior del niño 
ante una eventual revocatoria de la condicionalidad de la pena 
privativa de libertad en delitos de Omisión a la Asistencia 




 Las implicancias serian el retraso al pago las pensiones 
alimenticias por parte del condenado hacia el menor, puesto que 
al ser recluido a un centro penitenciario no tendría las 
posibilidades de pagar y por otro lado afectaría al interés superior 
del niño, ya que quedaría desamparado económicamente. 






una eventual revocatoria de la condicionalidad de la pena el 
sentenciado no tendrá las posibilidades de pagar las pensiones 
devengadas de manera total o fraccionada, puesto que al ser 
internado no recibiría una remuneración, agravando más su 
situación jurídica conllevando a ello que se genere una nueva 
deuda por liquidación de pensiones a futuro, dando inicio a otro 
proceso del mismo grado y es más probable que ingrese 
nuevamente a un centro penitenciario. 
Se estaría vulnerando el interés superior del niño, porque al 
encontrarse el padre internado en un centro penitenciario el 
menor quedaría desamparado económicamente (vestimenta, 
salud, alimentación, recreación), además en la mayoría de casos 




Determinar las implicancias que afectaría la revocatoria de la 
condicionalidad de la pena privativa de libertad en los delitos de 




Determinar la vulneración del derecho de libertad del 
sentenciado luego de revocar la condicionalidad de la pena 
privativa de libertad pese de haber cumplido el pago total de las 
pensiones devengadas de forma tardía en los delitos de asistencia 
familiar. 
Determinar de qué manera se estaría vulnerando el interés 
superior del niño ante una eventual revocatoria de la 
condicionalidad de la pena privativa de libertad en delitos de 









Los sujetos que participarán en el desarrollo de esta investigación 
son los especialistas Judiciales y jueces. 
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TITULO: REVOCATORIA DE LA CONDICIONALIDAD DE LA PENA 
PRIVATIVA DELA LIBERTAD EN EL DELITO DE OMISION A LA 








1.- ¿Considera usted que la revocatoria de la sentencia suspendida afecta el interés superior 






2.- ¿Usted considera que si el condenado se encuentra recluido en un establecimiento 
penitenciario podrá cumplir con las pensiones devengadas en el delito de omisión a la 





3-¿Tiene conocimiento usted de alguna iniciativa legislativa que modifique el marco 
normativo que regula la aplicación de la libertad anticipada en el supuesto del pago de las 




DETERMINAR LAS IMPLICANCIAS QUE AFECTA LA REVOCATORIA DE LA 
CONDICIONALIDAD DE LA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD EN LOS 



















5.- ¿Para que se cumpla el pago de las pensiones devengadas, el estado debe crear políticas 






6.- ¿Usted considera que la mejor solución para efectivizar el pago de las pensiones 






7.- ¿Cuáles son los argumentos jurídicos para no otorgar la libertad al condenado por el 




DETERMINAR LA VULNERACION DEL DERECHO DE LIBERTAD DEL 
SENTENCIADO LUEGO DE REVOCAR LA CONDICIONALIDAD DE LA PENA 
PRIVATIVA DE LIBERTAD A PESAR DE HABER CUMPLIDO EL PAGO 
TOTAL DE LAS PENSIONES DEVENGADAS DE FORMA TARDIA EN LOS 













8.- ¿El fin de la pena es castigar al deudor alimentario, a pesar que posteriormente ha 






9.- ¿Existe la necesidad de regulación en los casos del cumplimiento tardío de la deuda por 
alimentos o esta se encuentra resuelta mediante la figura jurídica de la libertad anticipada 






10.- ¿conoce usted, de algún caso relevante que haya generado precedente vinculante, 










DETERMINAR DE QUE MANERA SE ULNERA EL INTERES SUPERIOR DEL 
NIÑO ANTE UNA EVENTUAL REVOCATORIA DE LA CONDICONALIDAD DE 






GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL  
NOMBRE DEL INSTRUMENTO: EXP N° 8501-2013 





ÍTEM SI NO 
Se le impuso al sentenciado una pena privativa de la libertad suspendida 
sujeto a reglas de conducta que incluían el pago de las pensiones 
devengada por s/1627.55 soles. En su fase de ejecución, debido al 
incumplimiento de dicha regla de conducta, estaba sujeto a imponérsele 
las medidas contempladas en el art. 59 del código penal, se le amonesto y 
finalmente se le revoco la suspensión de la pena de la ejecución de la 
pena, ordenándose la ubicación y captura del sentenciado y fecho sea 
internado en una cárcel pública. 
Posteriormente a ello el sentenciado presenta un escrito acompañado con 
el depósito judicial por el total del importe, en base a lo cual se dejó sin 
efecto la revocatoria de la suspensión de la pena. 
La resolución que deja sin efecto la revocatoria de la suspensión del 
pena, sustento en que es evidente que el sentenciado ha cumplido en su 
totalidad con el pago de las pensiones devengadas que se fijó, siendo que 
la razón de la revocatoria de la suspensión de la pena era el no pago de 
las pensiones devengadas, pero si el sentenciado cumplió con cancelar 
dicha deuda, entonces como consecuencia necesaria debe operar la 
cancelación de la orden de captura emanada contra Manuel Gómez 




Determinar las implicancias que afectaría la revocatoria de la condicionalidad de la 






Análisis: en primer lugar es menester explicar lo que sucede en el presente expediente, 
pues si bien es cierto se le impuso al condenado reglas de conducta en la cual debía 
cumplir sino lo hiciera se aplicaría el artículo 59° como la amonestación, prorroga y 
revocatoria en la cual se efectivizó por el incumplimiento de los alimentos, pero cuando se 
le hizo efectivo el orden de captura, el sentenciado paga la totalidad de la deuda entonces 
se le debería dejar sin efecto la revocatoria en mi opinión para que siga pagando las 
pensiones futuras, pues la razón de esta medida es el incumplimiento, de que serviría 
mandarlo a una cárcel, pues lo que se quiere es justamente que este siga pagando y darle 
una mejor calidad de vida al agraviado, además que el sentenciado se le atentaría su 
dignidad de ser humano esto vinculado  con la libertad pues no es un delincuente de alta 
peligrosidad sino es un obligado primario. Sin embargo la sala no realiza una debida 
motivación solo hace referencia a una casación y la toma como fundamento sin hacer una 
debida argumentación a fin de no vulnerar ningún derecho de las partes, pues en lo largo 
de estos años se aplicado la revocatoria de la pena pero no es claro que sea una mejor 
solución ante esta medida. 
sentencia, siendo atentatorio a la dignidad del ser humano, persistir en 
una orden de captura a fin de internarlo en una cárcel donde deba cumplir 
una pena privativa de la libertad, si es que ya cumplió con el pago de las 
pensiones devengadas, por esos fundamentos se resolvió dejar sin efecto 
la revocatoria, disponiendo el levantamiento de las ordenes de captura.  
Sin embargo, la parte agraviada apela a la resolución de revocatoria, 
dado que la resolución que revoco la condicionalidad de la pena es 
materia de apelación es importante señalar que la sala penal permanente 
de la Corte Suprema de Justicia de la Republica ha fijado doctrina 
jurisprudencial vinculante en la Casación N° 131- 2014- Arequipa 
respecto a que la revocación de la ejecución suspendida de la pena 
privativa de libertad, es a su vez, irrevocable una vez que adquiera 
firmeza. En tal sentido, este Colegiado considera que no fue correcta la 
decisión de primera instancia y corresponde la nulidad de la resolución 
recurrida, tomando la decisión de fundado el recurso de apelación y nula 





GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
NOMBRE DEL INSTRUMENTO: EXP N° 131-2014-Arequipa 
NOMBRE DEL DEMANDANTE: Dany Javier Supo Amanqui 
AÑO: 2014. 




ÍTEM SI NO 
El Tercer Juzgado Unipersonal de Arequipa dicto sentencia el 26 de 
marzo del 2012, condeno al procesado Dany Javier Supo Amanqui como 
autor del delito contra la familia- omisión a la asistencia familiar, 
imponiéndole un año y diez meses de pena privativa de libertad 
suspendida en su ejecución por un plazo de un año y diez meses, sujeto a 
ciertas reglas de conducta. Reglas de conducta  que debería cumplir en 
caso contrario se aplicara el artículo 59 del código penal, en caso de  
gravedad cual es la revocatoria, en audiencia se declaró fundado el 
requerimiento de ineficacia del acto jurídico solicitado por la defensa del 
procesado, sin embargo el Ministerio Publico apelo tal decisión. 
Posteriormente la sala penal superior de apelación de la Corte Superior 
de Justicia de Arequipa, resolvió confirmando la resolución apelada, 
declarando fundado el requerimiento de ineficacia del acto jurídico, 
argumentando que no debería existir la revocatoria de la pena en tanto 
que no se había hecho efectiva en tanto no se había logrado capturar al 




Determinar la vulneración del derecho de libertad del sentenciado luego de revocar la 
condicionalidad de la pena privativa de libertad a pesar de haber cumplido el pago 
total de las pensiones devengadas de forma tardía en los delitos de asistencia familiar. 






Sin embargo el Ministerio Público interpuso un recurso de casación, 
argumentando que la resolución viola la constitución política en tanto 
que no se puede dejar sin efecto resoluciones que han pasado de cosa 
juzgada en referencia al artículo 139, inciso 2. 
Se acepta el recurso de casación en el siguiente fundamento por el 
tribunal supremo: el delito de omisión a la asistencia familiar es una 
excepción a la prisión por deudas pues en la constitución política el Perú 
en su art. 2, inciso 24, literal c expresa:  
No hay prisión por deudas, pero no limita el mandato judicial por 
incumplimiento al deber alimentarios, también que en la etapa de la 
ejecución penal, cuando existe un fallo condenatorio firme en la cual se 
sabe de la existencia sobre el delito, encontrándonos en un proceso 
penal, pues su eficacia del fallo se acarrea en el internamiento del 
sentenciado en un centro penitenciario. 
Sin embargo en el supuesto  19° menciona en el ordenamiento jurídico 
la revocatoria de la suspensión de la pena por incumplimiento de las 
reglas de conducta de insole pecuniario tiene su excepción  siendo que 
cuando el sentenciado acredite que no puede pagar o que lo está 
haciendo de modo fraccionado, con lo que se salva la exigencia al pago 
y revocarse la pena; por estos fundamentos declararon fundado el 
recurso de casación, nula la resolución de requerimiento de ineficiencia 
de acto jurídico postulado por la defensa del sentenciado. 
 
 
Análisis: el sentenciado Dany Javier Supo Amanqui fue condenado por el autor del delito 
de omisión a la asistencia familiar, en la cual tenía que cumplir ciertas reglas de conducta 
siendo una de ellas el pago de los devengados y la reparación civil, bajo el apercibimiento 
de revocársele la pena, dado ello el sentenciado no cumplió siendo revocado; pero ocurre 
que no fue capturado y paga la totalidad de la deuda, por lo que se pidió se declare ineficaz 
el acto jurídico que revoco la suspensión, siendo declarada fundada , de igualmente 
confirmada por la sal de apelaciones, sin embargo esto fue para que se presente el recurso 
de casación, en los fundamentos expuestos, pues en mi opinión al ser un tema 
controversial, fuera de lo establecido en la norma, es por ello que se debe analizar  desde 




Preliminar del Código Procesal Penal, mencionando en su apartado nuestro tres. La 
interpretación extensa y la analogía quedaran indebidas mientras no se favorezca la libertad 
del imputado o el ejercicio de sus derechos y el apartado 4 expresa que en caso de duda 
insalvable sobre la ley aplicable debe favorecer al reo. 
 
Además la función de la pena según el artículo IX del Título Preliminar del Código Penal, 
que habla sobre la resocialización del sentenciado, lo cual concuerda con el artículo 139 de 
la constitución en su inciso 22, establece que el régimen penitenciario tiene por objeto la 
reeducación, rehabilitación y reincorporación del condenado a la sociedad, es por esta 
consecuencia que se debe de dar un mayor sentido en los casos de las sentencias 
suspendidas pues lo que se busca es evitar los efectos criminológicos de la cárcel, más aun 



















GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
NOMBRE DEL INSTRUMENTO: EXP N° 2223-2013  
NOMBRE DEL DEMANDANTE: RONALD ROJAS NARVASTA  
AÑO: 2013 
OBJETIVO ESPECIFICO 2 
 MARCAR 
 
ÍTEM SI NO 
La sentencia condenatoria contra Ronald Rojas Narvasta por el delito 
contra la familia- omisión a la asistencia familiar, en la modalidad de 
incumplimiento de la obligación alimentaria en agravio del menor 
Anthony Mauricio rojas pinto, imponiéndole la pena de dos años de pena 
privativa de libertad con carácter suspendida, por el término de dos años, 
bajo reglas de conducta como firmar el primer día hábil de cada mes, 
cumplir con cancelar el pago de las pensiones devengadas, ascendentes a 
la suma de s/ 4, 232.73 nuevos soles, reglas de conducta que se deberán 
cumplir caso contrario se revocara la suspensión de la pena en caso de 
incumplimiento conforme al artículo 59° del código penal. 
Según resolución de fecha 20 de agosto del 2014, se requiere el pago por 
la cantidad mencionada, haciéndolo mediante depósito judicial, bajo 
apercibimiento de revocarse la pena suspendida y ordenarse que el 
sentenciado cumpla los dos años de pena privativa de la libertad en una 
cárcel publica el país. 
Es por ello que mediante decreto de fecha catorce de noviembre del dos 




Determinar de qué manera se vulnera el interés superior del niño ante una eventual 
revocatoria de la condicionalidad de la pena privativa de libertad en delitos de omisión 






Análisis: si bien es cierto el sentenciado efectuó el pago de las pensiones devengadas, esto 
fue a través de una préstamo bancario para no poder ser encarcelado, sin embargo 
quedaron pendiente la reparación civil, en la que solicito al órgano jurisdiccional para 
realizar el pago en un plazo de un año, la cual fue denegado haciéndolo por el plazo de dos 
meses, en caso que no lo cumpliera iba hacer efectivo la revocatoria de la suspensión de la 
pena y remitir las ordenes de captura a la policía judicial. En mi opinión este proceso debe 
ponderar el derecho constitucional de los menores afectados, para asegurar y respetar su 
integridad moral, psíquica y física y su libre desarrollo, bienestar a vivir protegido dentro 
del seno familiar, expresado en el artículo 4° y 8° del Código de los Niños y Adolescentes, 





pago a cuenta de las pensiones devengadas. 
Por ende, la resolución de fecha 3 /12/2014, se declaró fundada la 
revocatoria de la suspensión de la pena, efectivizándose cuando haya 
sido puesto a disposición del juzgado, pero con fecha posterior realiza el 
pago por el importe de s/ 230.00, 200.00 y 3,592.63 nuevos soles. 
Mediante resolución de fecha 9/04/2015, se deja sin efecto la revocatoria 
de la suspensión de la pena formulada por el sentenciado disponiendo el 
levantamiento de las ordenes de ubicación y captura, exhortándole a que 
un futuro cumpla con las pensiones alimenticias devengadas. La parte 
agraviada apela en la cual fundamenta su decisión la segunda sala penal 
de reos libres de Lima Norte CONFIRMANDO la resolución que declaro 
improcedente el pedido de revocatoria de la condicionalidad de la pena, 
requiriendo al sentenciado que page el saldo deudor de la reparación 
civil, bajo apercibiendo de revocarse la pena. 
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